
i 

 

 

UNIVERSIDAD NACIONAL 

            “SANTIAGO ANTÚNEZ DE MAYOLO” 

 
 

 

ESCUELA DE POSTGRADO 
 

 

 

 

 

LIMITACIONES DEL AGRAVIADO PARA CONSTITUIRSE 

EN ACTOR CIVIL EN EL JUZGADO DE INVESTIGACIÓN 

PREPARATORIA DE LA PROVINCIA DE HUARI DURANTE 

EL AÑO 2013 – 2014 

 

 

 

 

Tesis para optar el grado de Maestro  

en Derecho 

Mención en Derecho Procesal y Administración de Justicia 

 
 
 

                EDWIN JULCA PAULINO  
 

 

 

Asesor: PhD. FÉLIX CLAUDIO JULCA GUERRERO 
 

 

 

 

Huaraz – Perú 

2017 

 

 

 
Nº. Registro: T0520  

  



ii 

 

MIEMBROS DEL JURADO 

 

 

 

Magister Florentino Obregón Obregón    Presidente 

 

 

 

 

 

     ________________________ 

 

 

 

 

 

 

 
Magister Armando Coral Rodríguez     Secretario 

 

 

 

 

 

______________________________ 

 

 

 

 

 

 

 

 

Ph.D Félix Claudio Julca Guerrero     Vocal 

 

 

 

 

 

 

_____________________________ 



iii 

 

ASESOR 

 

Doctor Félix Claudio Julca Guerrero 

 

  



iv 

 

 

 

AGRADECIMIENTO 

 

A la Escuela de Postgrado de la Universidad Nacional “Santiago Antúnez de 

Mayolo” por haber brindado los conocimientos e innovaciones teóricas por 

intermedio de sus docentes. 

 

Al Ph.D. Félix Julca Guerrero, asesor de esta tesis, por su constante e invalorable 

apoyo y orientación, que me ha permitido cristalizar este importante trabajo 

académico. 

  



v 

 

 

 

 

 

 

A mis padres por su ejemplo y constancia en la vida y ser 

modelos de vida, a mi esposa e hija, por el gran amor, 

comprensión y apoyo que me brindan. 



vi 

 

ÍNDICE 

 

Resumen         viii 

Abstract         ix 

I. INTRODUCCIÓN        10-20 

1.1.Objetivos        21 

1.2. Hipótesis        21 

1.3 Variables        22 

II. MARCO TEÓRICO       23-56 

2.1. Antecedentes        23 

2.2. Bases teóricas        33 

2.2.1. El agraviado como actor civil    33 

2.2.2. La víctima o agraviado     36 

2.2.3. Los derechos y deberes del agraviado   39 

2.2.4. El derecho a la defensa de la víctima    41 

2.2.5. El actor civil       43 

2.2.6. La constitución en actor civil     44 

2.2.7. Requisitos y oportunidades para constituirse en actor civil 45 

2.2.8. Audiencia de constitución en actor civil   47 

2.2.9. La reparación civil y el derecho a la indemnización  48 

2.2.10. Las actuaciones del Ministerio Público como limitación 51 

2.2.11. El órgano competente      53 

2.2.12. Casos de improcedencia     53 

2.2.13. Impugnación       54 



vii 

 

2.3. Definición de términos      54 

III. METODOLOGIA       57-65 

3.1. Tipo y diseño de Investigación     57 

3.1.1 Métodos de investigación     58 

3.2. Plan de recolección de la información y/o diseño estadístico 61 

3.3.  Instrumento (s) de recolección de la información   63 

3.4. Plan de procesamiento y análisis estadístico de la información 65 

IV. RESULTADOS        66-82 

4.1 Resultados de la encuesta a los abogados    66 

V. DISCUSIÓN        83-91 

VI. CONCLUSIONES       92-93 

VII. RECOMENDACIONES      94 

VIII. BIBLIOGRAFÍA       95-99 

ANEXOS         100-105 



viii 

 

RESUMEN 

La presente investigación tuvo como propósito fundamental identificar las 

limitaciones que imposibilitan al agraviado o víctima de un delito para constituirse 

en Actor Civil dentro del proceso penal, para efectos de que pueda sustentar y 

probar en juicio el perjuicio o las consecuencias ocasionadas por el delito y así 

poder lograr una adecuada y proporcional fijación de la reparación civil en la 

sentencia. Investigación jurídica mixta, Dogmática-Empírica no experimental 

Transversal. En este estudio se determinó que las limitaciones económicas y 

culturales del agraviado, referente al desconocimiento de las normas y las entidades 

dónde acudir, son la principal barrera que les impide constituirse en actor civil. El 

agraviado de un delito no cuenta con apoyo suficiente para afrontar un proceso, 

tampoco ofrecen mayor interés en ellos, en vista de que en la provincia de Huari, 

los condenados por los delitos en su mayoría no cumplen con pagar la reparación 

civil fijada en la sentencia, por esta razón los agraviados no tienen interés de 

constituirse en actor civil y solamente se conforman con la condena a los imputados 

a una pena privativa de libertad. Asimismo, los agraviados por delitos comunes en 

su mayoría son personas de escasos recursos económicos y de extrema pobreza, por 

lo que existen muchas dificultades para su participación en el proceso siendo lo 

primordial su notificación para las distintas audiencias; por lo que es muy 

importante que el Ministerio de Justicia implemente una defensa legal gratuita para 

los agraviados de los delitos comunes con excepción de los delitos contra la 

administración pública.  

Palabras claves: agraviado, actor civil, investigación preparatoria. 
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ABSTRACT 

The main purpose of the present investigation was to identify the limitations that 

make it impossible for the aggrieved or the victim of a crime to become a Civil 

Actor within the criminal process, so that he can sustain and prove in court the 

prejudice or consequences caused by the crime and thus To be able to achieve an 

adequate and proportional fixation of civil reparation in the sentence. Mixed legal 

research, Dogmatic-Empirical non-experimental Transversal 

In this study it was determined that the economic and cultural limitations of the 

aggrieved person, referring to the ignorance of the norms and the entities where to 

go, are the main barrier that prevents them from becoming a civil actor. The 

offender of a crime does not have sufficient support to face a process, nor do they 

offer greater interest in them, given that in the province of Huari, Those convicted 

of the crimes do not comply with the civil reparation set in the sentence, so the 

aggrieved do not have an interest in becoming a civil actor and only comply with 

the conviction of those charged with a custodial sentence. Likewise, the victims of 

common crimes are mostly people of limited economic resources and extreme 

poverty, so there are many difficulties for their participation in the process, with the 

primary being their notification for different audiences; So it is very important that 

the Ministry of Justice implement a free legal defense for those aggrieved from 

common crimes with the exception of crimes against public administration. 

 

Keywords: victim, civil plaintiff, preparatory research 
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I. INTRODUCCIÓN 

En la historia de la persecución penal hay dos personajes que se disputan, con 

buenos títulos, la calidad de ofendido: la sociedad y la victima (persona individual 

o jurídica) que ven dañados o puestos en peligro sus intereses y sus derechos. Son 

muchos más, en cambio, los que se atribuyen la condición de víctima. Unos y otros 

buscan, en todo caso, el castigo del culpable -autor del delito-, y también pretenden 

la tutela social y el resarcimiento del daño que han sufrido. Entre los datos que 

caracterizan al delito de siempre se hallan la identidad del agresor y del agredido, 

que entran en contacto personal, por el ataque que aquel emprende debido al 

enfrentamiento que compromete a ambos, por la malicia que alguien utiliza para 

obtener, de cierto individuo, determinada ventaja. En cambio, en el delito moderno 

se puede golpear a un número indeterminado de sujetos y provenir de un número 

también indeterminado de agentes. No importa la identidad de aquellos y estos, que 

ni siquiera se conocen entre sí. 

En contraparte a ello, luego de producido el agravio, los agraviados se 

armarán para ejercer el contragolpe: la reacción punitiva y reparadora enderezada 

contra el autor del delito y a veces contra quienes no han participado en la conducta 

reprobable, pero deben responder por ella, en forma lateral y subordinada. Esta se 

funda: en el derecho de persecución. La persecución penal fue en el principio un 

suceso libre y colectivo, y acabó por constituir un acontecimiento regulado y 

concentrado, especialmente en el Estado moderno. Este desarrollo de la persecución 
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es también, hasta cierto punto, la historia del hipotético contrato social, mediante el 

cual los individuos designan por propia voluntad un ente superior, que se hará cargo 

de la tutela de todos ellos. Con ella la persecución dejó de ser un suceso libre, 

porque se pusieron linderos a la conducta y se fijó, con detalle esmerado, el 

derrotero de la persecución: un iter persequendi, como consecuencia natural del iter 

criminis que llegó a su término. 

Así, la muchedumbre, actor importante en épocas anteriores especialmente en 

la vindicta, desapareció de la escena, para que ingresaran a ella, y la retuvieran en 

lo sucesivo solo algunos personajes con pase al proceso. Tal fue el origen de la 

competencia y de la legitimación. Así, devinieron competentes o legitimados el 

actor y el fiscal, más la sociedad, en un extremo; el reo y su defensor, en otro; el 

particular ofendido, en uno más, y el juzgador en el extremo restante. Ese es el 

esquema procesal hasta nuestros días. La sociedad, sujeto pasivo de todos los 

crímenes, de no haber una intensa lesión o un gravísimo peligro para la sociedad, 

no habría tampoco delito, dejó de verse y actuar como ofendido, aunque lo fuera, y 

asumió un papel característico en el proceso a través del fiscal, el mismo que es 

convertido en protagonista del debate. Sin embargo, la sociedad e incluso la víctima 

se han visto desplazada del jus puniendi y, en seguida, del ara judicial. Quedó más 

allá de la barandilla, e inclusive fuera del tribunal, convertida en espectadora o en 

opinión pública.  

De otra parte, si bien la sociedad recibió algunas compensaciones, como el 

Ministerio Público o fiscal, denominado con frecuencia el "defensor de la 

sociedad", para recordar el origen y el sentido de su investidura, por otra parte, 
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ciertos principios procesales como la publicidad acudieron a satisfacer la necesidad 

social de mirar por lo menos el desarrollo del proceso. Ya no se intervendría en él, 

pero se ejercería por ese medio una cierta supervisión y una innegable presión. 

En los últimos tiempos, la tecnología ha simplificado y ayudado a la difusión 

del proceso y de otra parte el juzgador sabe de la sociedad y de sus exigencias. Sin 

embargo, el ofendido no tuvo la misma suerte. Este sobrevive en forma autónoma. 

Ha sufrido en carne propia el daño o el riesgo del delito: es su salud la que declina 

cuando hay lesiones; su patrimonio lo que disminuye cuando hay un robo; su honor 

lo que mengua cuando hay calumnia. Este impacto directo sobre un bien jurídico 

personal es el título que hace del individuo un ofendido, y del ofendido una parte 

procesal. Sin embargo, ha sido relegado en el proceso, puesto que, si la sociedad 

tiene un Ministerio Público a un representante privilegiado, el ofendido no tiene esa 

condición, y en legislaciones como la peruana está supeditado al inicio del proceso 

y relegado generalmente a los resultados del mismo. 

Por otro lado, el actor civil, en cuanto a parte procesal constituida en un 

proceso judicial, conlleva a que su presencia se reconozca como una parte 

particularmente importante en el nuevo proceso penal. Así lo establece como 

fundamento el VII Pleno Jurisdiccional Penal realizado en la Corte Suprema, 

cuando señala que si bien es cierto que la parte civil ha generado diferentes 

interpretaciones contradictorias a lo largo de los últimos años, incluso refiriéndose 

a disposiciones diferentes por parte de los distintos órganos jurisdiccionales, en la 

actualidad presenta una configuración jurídica de suma trascendencia en la medida 
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que con el paso del tiempo ha ido encontrando su propio cauce mediante las 

decisiones adoptadas por los propios juzgados y salas penales. 

El Código Procesal Penal de 2004 establece que el ejercicio de la acción civil 

derivada del hecho punible corresponde al Ministerio Público y, especialmente, al 

perjudicado por el delito; además, estipula que, si este último se constituye en actor 

civil, cesa la legitimación del Ministerio Público para intervenir en el objeto civil 

del proceso: artículo 11º, apartado 1), del citado Código adjetivo. En tal virtud, la 

participación del Ministerio Público será por sustitución, esto es, representa un 

interés privado. Por ello, su intervención cesa definitivamente cuando el actor civil 

se apersona al proceso. 

Sin lugar a dudas, la modificación más importante del Código Procesal Penal 

en el ámbito de la acción civil incorporada al proceso penal se ubica en el artículo 

12°, apartado 3), que estipula que, la sentencia absolutoria o el auto de 

sobreseimiento no impedirán al órgano jurisdiccional pronunciarse sobre la acción 

civil derivada del hecho punible válidamente ejercida, cuando proceda. Esto 

significa, en buena cuenta, que cuando se sobresee la causa o se absuelve al acusado 

no necesariamente la Jurisdicción debe renunciar a la reparación de un daño que se 

ha producido como consecuencia del hecho que constituye el objeto del proceso, 

incluso cuando ese hecho –siempre ilícito– no puede ser calificado como infracción 

penal. 

Tan importante es la connotación que adquiere la parte civil en el NCPP que 

aun cuando se pronuncie una sentencia absolutoria o el auto de sobreseimiento, ello 

no implica que el órgano jurisdiccional se pueda pronunciar sobre la acción civil 
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derivada de un hecho punible válidamente ejercida. Implica ello, en buena cuenta, 

que aun cuando se absuelva al procesado no necesariamente queda resuelta la 

cuestión de la reparación del daño generado, incluso cuando el hecho–siempre 

ilícito– no pueda ser calificado como una infracción de naturaleza penal. 

Asimismo, se debe tener en cuenta que el agraviado es un sujeto procesal 

desde el momento mismo de la denuncia o toma de conocimiento de la noticia 

criminosa, lo que se desprende de su inclusión en la Sección IV del CPP-2004: “El 

Ministerio Público y los Demás Sujetos Procesales”. Luego, el artículo 127.1 

dispone que las Disposiciones y Resoluciones expedidas en el proceso deben ser 

notificadas a los sujetos procesales dentro de las veinticuatro horas de ser dictadas; 

por tanto, la disposición que decide realizar diligencias preliminares como la que 

dispone continuar la investigación y formalización de la investigación preparatoria 

son necesariamente notificadas al agraviado en la medida que no son disposiciones 

de mero trámite. De la misma manera, le es notificada la resolución expedida por 

el juez de la Investigación Preparatoria por la cual toma conocimiento de la 

formalización. 

En este orden de ideas, a partir de dicho momento queda expedito su derecho 

para constituirse en actor civil, que como ya se dijo, no solamente le permitirá 

reclamar y sustentar la indemnización, sino además (y sobre todo) participar 

activamente de la investigación e intervenir en el juicio oral, principalmente, y en 

otras audiencias si así lo desea. De otro lado, si el único y exclusivo interés del 

agraviado es la reparación civil, incluso no habiéndose constituido en actor civil, 

todavía le queda abierta la vía de la acción correspondiente en la vía civil. 
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Sin, embargo en la práctica advertimos que esta constitución en Actor Civil 

del agraviado en un proceso penal se produce en escasos procesos, esto debido a 

muchos factores como es la carencia económica, desconocimiento y otro que 

determinan a que el agraviado no se constituya oportunamente en Actor Civil, y que 

al finalizar el proceso se conforman con la irrisoria suma de reparación civil que se 

fija en las sentencias definitivas.  

En el presente trabajo se desarrolla algunos puntos referidos a esta novísima 

institución, y su repercusión en nuestro sistema penal. Frente a los descritos 

formulamos los siguientes problemas de investigación: ¿Con qué frecuencia los 

agraviados se constituye en actor civil en el Juzgado de Investigación Preparatoria 

de la Provincia de Huari? ¿Cuál es el nivel de conocimiento y participación del 

agraviado en un proceso penal en el Juzgado de Investigación Preparatoria de 

Huari? ¿Qué condiciones permiten al agraviado constituirse en actor civil en un 

proceso penal? ¿Cuál es la etapa del proceso penal en la que el agraviado debe 

constituirse en actor civil? 

La investigación encuentra su justificación teórica y doctrinaria en el modelo 

procesal ACUSATORIO ADVERSARIAL de carácter GARANTISTA, reforma al 

que se ha adherido el ordenamiento jurídico peruano con la promulgación y entrada 

en vigencia progresiva del Código Procesal Penal de 2004 aprobado por Decreto 

Legislativo Nº 957, que en el Distrito Judicial de Áncash entró en vigencia el 01 de 

Junio del año 2012, lo cual busca resguardar derechos fundamentales de quienes se 

vean envueltos en un proceso penal, entre ellos, obviamente resultan amparados los 

derechos del imputado, pero no solo los de él, sino que también existe un 
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reconocimiento a los derechos de la víctima de un delito, hecho que resulta 

altamente positivo en procura de una real eficacia del sistema penal en la resolución 

de los conflictos originados por un ilícito penal.  

En ese sentido como señala Raúl Peña Cabrera (2009), en este nuevo Sistema 

de Justicia habría de reconocer al imputado como sujeto de derechos, quien debe 

resistir la persecución penal estatal, y, la víctima quien tiene el derecho de recibir 

una compensación económica por los daños sufridos a instancia de la conducta 

criminal. Consecuentemente en el Proceso Penal se unifican ambas acciones, que 

corresponden a una naturaleza distinta. La acción penal se comprende en una 

“Justicia Distributiva” (de impartir el castigo punitivo de acuerdo a la culpabilidad 

del autor), mientras, que la acción civil se comprende en la denominada “Justicia 

Compensatoria” (de disponer una compensación económica proporcional al daño 

materializado en el bien jurídico). 

Debe quedar claro desde ya, que con mejorar las condiciones de la víctima 

del delito no se busca destruir el sistema de derechos y garantías que con esfuerzo 

en el devenir de los años se ha construido para defender al acusado frente a los 

atropellos del poder público. Lo que ahora se busca es un sistema de garantías y 

derechos que amparan a la víctima no solo en relación con las consecuencias del 

delito, sino, también, frente a su victimario. En suma, lo que se busca es que ambos 

sistemas (protección al imputado y protección a la víctima) se hallen en armonía y 

equilibrio en un Estado respetuoso de los derechos fundamentales de todas las 

personas.  

Asimismo, el Derecho Penal no puede limitarse a la mera respuesta represiva, 

sino que ha de lograr la efectiva reparación (en su más amplia acepción) del 
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agraviado, pues solo cuando este resulte satisfecho en el daño padecido puede 

decirse, y en la medida en que la reparación sea cumplida, que el sistema penal ha 

resultado eficaz, pues la imposición y el cumplimiento de una pena, por grave que 

sea, puede que se ajuste a los dictados de la ley penal, pero si se olvida a quien ha 

sufrido en su propia persona o en sus bienes las consecuencias de la conducta 

criminal no se lograrán abordar en su totalidad los efectos tanto sociales como 

personales derivados de la actuación ilícita penal y se habrá “cerrado en falso” el 

problema de las consecuencias jurídicas del hecho delictivo. 

Bajo esta perspectiva se entiende que el proceso penal acusatorio no tiene 

como único fin, la imposición de la pena, sino primordialmente solucionar de la 

mejor manera el conflicto derivado del delito. De modo que, la legalidad y la 

racionalidad dan origen a la oportunidad como posibilidad de orientar todo 

comportamiento humano, especialmente de las personas que ejercen autoridad 

aplicando medidas alternativas al procedimiento y a la pena. El ejercicio de la 

acción civil en el proceso penal constituye un tema de interés para la comunidad en 

general, toda vez que significa la discusión de una pretensión civil en sede penal, 

lo que beneficiaría los justiciables, debido a que las responsabilidades civiles 

surgidas por un hecho punible serían materia de discusión y solución en un mismo 

proceso (principio de economía procesal), haciendo innecesario que luego de una 

sentencia condenatoria recién se haga efectiva una pretensión resarcitoria. 

Este hecho constituye una de las principales contribuciones del Código 

Procesal Penal, que no solo ha reconocido derechosa los agraviados, sino que ha 

fijado mecanismos por los cuales, independientemente de la pretensión penal (a 

cargo del Ministerio Público), se pueda obtener pronunciamiento judicial en lo 
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relativo a la pretensión civil mediante una acumulación de acciones o pretensiones. 

Acumulación que tiene el carácter de facultativa, ya que es el agraviado quien tiene 

expedito su derecho de formular su pretensión resarcitoria en la vía penal o civil, 

pero una vez que opta por una de ellas, no podrá acudir en simultáneo a las dos vías 

jurisdiccionales.  

El artículo 139º, inciso 3) de la Constitución Política del Perú consagra la 

garantía de tutela jurisdiccional, que incluye como uno de sus elementos esenciales el 

derecho de acceso a los órganos jurisdiccionales, a través del cauce del ejercicio del 

poder jurídico de acción. Esto implica la atribución que tiene toda persona de poder 

acudir al órgano jurisdiccional para que éste, a través de la prestación del servicio de 

impartir justicia al que está obligado, resuelva un conflicto de intereses o una 

incertidumbre jurídica.  

La acción reparatoria en el proceso penal sólo podrá ser ejercitada por quien 

resulte perjudicada por el delito, es decir, por quien según la Ley Civil esté legitimado 

para reclamar la reparación y, en su caso, los daños y perjuicios producidos por el 

delito. Únicamente está legitimado a demandar una compensación resarcitoria a la 

medida del daño causado (principio de proporcionalidad), quien recibe en su esfera de 

libertad los efectos perjudiciales de la conducta penalmente antijurídica de una manera 

ilegítima; sin embargo, no siempre quien recibe directamente los efectos perjudiciales 

de la acción criminosa puede ejercitar esos derechos, pues, en los delitos de homicidio 

consumado y desaparición forzada de personas, será el pariente más próximo, quien se 

encuentre legitimado de acudir a la tutela jurisdiccional efectiva para los fines de 

demandar el pago de la Reparación Civil. 

El artículo 98º del Código Procesal Penal prevé la constitución del actor civil y 

sus derechos. Esta figura legal está regulada en la Sección IV “El Ministerio Público y 
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los demás sujetos procesales”, Título IV “La Víctima”, Capítulo II “El Actor Civil” del 

Libro Primero “Disposiciones Generales”. Prescribe la citada norma que: “La acción 

reparatoria en el proceso penal sólo podrá ser ejercitada por quien resulte perjudicado 

por el delito, es decir, por quien según la Ley civil esté legitimado para reclamar la 

reparación y, en su caso, los daños y perjuicios producidos por el delito”. 

El citado artículo 98º del Código Procesal Penal establece como premisa inicial 

que el actor civil es el titular de la acción reparatoria, y luego precisa que esta acción 

sólo podrá ser ejercitada por quien resulte perjudicado del delito. No debe olvidarse 

que la naturaleza de la acción reparatoria es fundamentalmente patrimonial y es por 

ello la denominación del titular de ella: “actor civil”. 

Éste deberá, en primer término, sustentar en el proceso cómo es que ha sido 

perjudicado por la conducta imputada al investigado y cómo el daño sufrido puede ser 

resarcido. Si bien en muchos casos se admite que hay un componente moral en la 

colaboración del actor civil en el proceso a fin de aportar con elementos que permitan 

probar la comisión del ilícito, lo cierto es que todas las facultades de éste apuntan 

formalmente a la acreditación, aseguramiento y pago de una reparación civil. 

Se aplicó la metodología de la investigación jurídica en cuanto a las etapas de 

la investigación jurídica, al tipo de investigación, diseño, métodos de investigación, 

técnicas e instrumentos de recolección de datos, para lo cual se toman en cuenta las 

orientaciones de dicha metodología científica y jurídica. En tal sentido, el presente 

informe de investigación se encuentra estructurado de la siguiente manera: La 

introducción, que presenta la situación problemática de la investigación, los 

objetivos, las hipótesis y las variables. Seguidamente se desarrolla el marco teórico, 

que comprendió la pesquisa y análisis de las bases teóricas que justifican y dan 
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sustento al trabajo de investigación, información recogida de la doctrina y la 

jurisprudencia constitucional y penal contemporánea, en base a las fichas textuales 

y de resumen. Asimismo, la metodología, que involucra: el tipo y diseño de 

investigación, el plan de recolección de información y/o diseño estadístico, 

instrumentos de recolección de información, y el plan y análisis de estadístico de la 

información. 

Seguidamente, los resultados, donde a través de la presentación de los cuadros 

y gráficos estadísticos debidamente interpretados, se contrastan las hipótesis 

planteadas. A continuación, la discusión, que consistió en determinar, a través de 

una apreciación crítica, si las bases teóricas, concuerdan o no con la realidad o 

aspecto práctico; es decir si la teoría está o no funcionando convenientemente. Se 

incluyó, en la última parte del informe de investigación, las conclusiones, 

enfatizando en los logros obtenidos en la investigación, las recomendaciones para 

que los involucrados tomen una decisión y actúen en pro de una administración de 

justicia justa y equitativa y finalmente las referencias bibliográficas consultadas en 

esta investigación. 
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2.1 OBJETIVOS 

Objetivo general 

¿Determinar los factores que imposibilitan al agraviado constituirse en actor 

civil en el Juzgado de Investigación Preparatoria de la Provincia de Huari 

durante el año 2013 – 2014? 

Objetivos específicos: 

a) Evaluar el nivel de conocimiento y participación del agraviado en un 

proceso penal en el Juzgado de Investigación Preparatoria de Huari. 

b) Identificar las condiciones que permiten al agraviado constituirse en actor 

civil en un proceso penal en el Juzgado de Investigación Preparatoria de 

Huari. 

c) Analizar la etapa del proceso penal en que el agraviado puede constituirse 

en Actor civil en el Juzgado de Investigación Preparatoria de Huari. 

2.2 FORMULACIÓN DE HIPÓTESIS 

Aun cuando la presente investigación es de carácter teórico, descriptivo y 

dogmático, las preguntas de investigación fueron las que guiaron el desarrollo 

de la investigación y como una cuestión complementaria se formuló la 

siguiente hipótesis: Si el agraviado carece de recursos económicos e 

información jurídica en un proceso penal, entonces no podrá constituirse 

oportunamente en actor civil, para efectos de solicitar una indemnización 

acorde al daño irrogado por el delito en la Provincia de Huari durante el año 

2013 – 2014. 
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2.3    VARIABLES 

 Variable Independiente  

X: El agraviado 

 Variable Dependiente  

Y: Constitución en actor civil 
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II. MARCO TEÓRICO 

2.1 ANTECEDENTES 

El estado de arte de la presente investigación se ha construido en base de la 

revisión y pesquisa bibliográfica realizada en el contexto local –regional, nacional 

e internacional. 

 Local – Regional:  

Revisado la biblioteca de la Escuela de Post Grado de la Universidad 

Nacional “Santiago Antúnez de Mayolo” (UNASAM) y de otras universidades de 

la localidad y de la región Ancash; así como la Biblioteca Especializada de la 

Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la UNASAM y la biblioteca del Ilustre 

Colegio de Abogados de Ancash. Además, las bibliotecas privadas de algunos 

catedráticos universitarios; desafortunadamente, la respuesta es que en ninguna de 

las bibliotecas visitadas no se ha podido encontrar algún trabajo de investigación 

similar o parecida al presente. Esta realidad hace que la presente investigación se 

constituye única y original y, como tal, aspira en constituirse en un aporte al 

entendimiento de la problemática judicial de nuestro tema de investigación. 

 Nacional: 

A nivel de la doctrina nacional, revisado la información pertinente, existen 

publicaciones que tratan el tema de la Víctima, Agraviado, Parte Civil y Actor Civil, 

las mismas que podemos encontrarlas en revistas especializadas como Actualidad 

Jurídica, Dialogo con la Jurisprudencia, Gaceta Penal, Gaceta Constitucional, 

Justicia Constitucional, entre otras publicaciones de revistas jurídicas etc. 

Asimismo, se han encontrado fuentes bibliográficas virtuales, disponibles en 

bibliotecas virtuales –internet, como Scielo, Latintex, literatura especializada que 
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da sustento y viabilidad a la investigación. La información recopilada de las 

diversas fuentes: bibliográficas, hemerográfica y de la webgrafía encontrada sobre 

el problema de estudio de la presente investigación han sido empleadas en la 

elaboración de las bases teóricas, para su posterior discusión y validación de las 

hipótesis. 

Alonso Raúl Peña Cabrera Freyre1, define a la víctima como aquella persona 

que ve afectados sus bienes jurídicos o disminuidos su capacidad de disposición de 

aquellos, como consecuencia de una conducta infractora  de una norma jurídico-

penal, pudiendo ser el agente culpable o inculpable. En el marco de la descripción 

dogmática de los tipos penales, se acostumbra denominar “sujeto pasivo”, al titular 

del bien jurídico objeto de tutela, que en algunos delitos puede comprender a dos 

personas distintas. La víctima así considerada se configura a partir de una 

conceptualización naturalista y normativa, de conformidad con las ciencias de la 

naturaleza y en base a una conceptualización dogmática, propia de la teoría del 

delito y de una caracterización criminológica. Sin embargo, a efectos procesales, 

para que el agraviado pueda intervenir dinámica y activamente en el procedimiento 

penal, éste deberá constituirse en “Actor Civil”, y a partir de esa calificación 

jurídico-procesal adquiere personería procesal, e ingresa legítimamente al proceso 

como sujeto procesal, en tal virtud, puede interponer una serie de actos procesales. 

Actor Civil, es todo órgano o persona que deduce en un proceso penal una 

pretensión patrimonial que trae causa de los hechos delictivos por los que se 

procede. En sentido estricto es la persona física o jurídica que actúa en el proceso 

                                                 
1 PEÑA, A. R. (2013). Derecho Procesal Penal. Lima: Editorial Rodhas; pags. 373, 382, 383. 
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penal ejerciendo únicamente la acción civil resarcitoria de los daños y perjuicios 

causados por el hecho punible. 

Manuel Frisancho Aparicio2 señala que, en lo que respecta al derecho que 

tiene la víctima a la sanción del culpable, este derecho ha encontrado amplia 

aceptación en la opinión de los órganos supranacionales de Derechos Humanos que 

operan en nuestra región. Así, por ejemplo, la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos afirma que la razón principal por la que el Estado está llamado 

a perseguir el delito es la necesidad de dar cumplimiento a su obligación de 

garantizar el derecho a la justicia de las víctimas. La extensión de este derecho de 

las víctimas se concreta en el derecho de todo individuo a obtener una investigación 

judicial a cargo de un tribunal competente, imparcial e independiente, en la que se 

establezca o no la violación de su derecho, se identifique a los responsables y se les 

impongan las sanciones pertinentes. A su vez, el derecho a obtener una 

investigación judicial implica la responsabilidad del Estado de adelantar con 

seriedad una indagación independiente e imparcial, y no como una simple 

formalidad condenada de antemano a ser infructuosa. También se ha conformado 

la noción del derecho a la verdad, cuando por razones legales no sea posible 

imponerse una pena, como medio para aminorar el dolor de las víctimas y el 

reconocimiento a su dignidad. El último componente que se reafirma en las 

decisiones supranacionales es el de la reparación e indemnización de las víctimas, 

el cual incluye el restablecimiento de la situación anterior a la lesión, la reparación 

de las consecuencias producidas por el acto ilícito y la compensación de los daños 

                                                 
2 FRISANCHO, M. (2012). Comentario Exegético al Nuevo Código Procesal Penal. Lima: 

Ediciones Legales. Pág. 487. 
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patrimoniales y extrapatrimoniales. La posición de la víctima en el proceso penal 

transmuta los fines tradicionales que se le han reconocido al Derecho Penal, toda 

vez que la tutela de los intereses concretos de la víctima conforman una noción de 

“Derecho Penal protector”, que exige no solo no dejar sin protección jurídico-penal 

el derecho del afectado por el delito, sino además la necesidad de que la legislación 

pondere en mayor medida el restablecimiento del derecho vulnerado que el interés 

estatal en la imposición de una pena. 

Villegas Paiva3, sostiene que para nuestro Código Procesal Penal, “agraviado 

es lo mismo que víctima”, y que “actor civil” y “querellante particular” son dos 

especies de agraviado. Si bien algunos autores consideran que “agraviado” es un 

concepto más restringido que el de “víctima”, en tanto como hemos indicado antes, 

se suele considerar que “agraviado es sinónimo de “sujeto pasivo del delito”, sin 

embargo debemos entender que de la redacción del código adjetivo penal, este le 

otorga un concepto amplio a la expresión “agraviado”, que podría ser equiparable 

a “víctima”, en tanto prescribe que se considerará agraviado a todo aquél que resulte 

directamente ofendido por el delito (hasta aquí sujeto pasivo del delito), pero 

además también podrá ser considerado agraviado, según el citado código, a aquel 

que resulte perjudicado por las consecuencias del mismo. Desde nuestra perspectiva 

resulta adecuada la definición hecho por el Código Procesal Penal del 2004, por 

cuanto al reconocer un concepto amplio de víctima (o agraviado) se busca dar una 

mayor protección a toda persona que sufra las consecuencias, ya sean directas o 

indirectas, de un ilícito penal, con la cual a su vez sigue los lineamientos trazados a 

                                                 
3 VILLEGAS, E. (2013). El agraviado y la reparación civil en el nuevo Código Procesal Penal. 

Lima: Gaceta Penal y Procesal Penal.  
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nivel supranacional. Si bien podemos observar que el Código Procesal Penal en 

mención hace alusión a un ofendido por el delito (que sería equivalente al sujeto 

pasivo del delito) y a un perjudicado, que es aquel que también sufre las 

consecuencias del evento delictivo, lo cierto es que tal distinción a efectos prácticos 

no genera consecuencias, por cuanto a ambos lo incluye dentro del genérico término 

de agraviado, por lo que ambos (ofendido y perjudicado) gozan de los mismos 

derechos. Aunque podríamos recordar lo que ha dicho la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos sobre la existencia de una víctima directa y otra indirecta, lo 

que no afecta en nada los derechos de ellas. 

Gálvez Villegas, Tomas4, señala que la parte o actor civil, es el propio 

agraviado o sujeto legitimado (caso de los herederos del agraviado en los casos de 

homicidio), que ha comparecido al proceso penal ejercitando la acción civil 

sustentada en la pretensión resarcitoria surgida del delito. Esto es, para poder 

comparecer en el proceso penal deberá existir una legitimación para reclamar la 

reparación de los daños sufridos por la acción delictiva. En caso de concurrencia de 

peticiones el juez resolverá teniendo en cuenta el orden sucesorio contenido en el 

Código Civil o designando un apoderado común en caso de legitimación 

equivalente. El actor civil actúa dentro del proceso con todos los derechos, 

facultades y obligaciones de un sujeto procesal, no ejerce ninguna pretensión penal 

y su interés y actuación se limita a la reparación civil, ofreciendo y presentando 

prueba contra el procesado o el tercero civil a fin de acreditar su pretensión, aun 

                                                 
4 GALVEZ, T. (2006, febrero). Facultades del agraviado en el proceso penal: Análisis de la 

Ejecutoria Vinculante del Pleno Jurisdiccional de la Corte Suprema. Diálogo con la jurisprudencia, 

(89). 246. 
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cuando puede aportar prueba vinculada a la determinación de la responsabilidad 

penal del procesado. 

Sánchez Velarde, Pablo5; sostiene que la finalidad de constituirse en parte 

civil es contar con legitimidad para discutir en el proceso penal la satisfacción de la 

reparación derivada del evento dañoso provocado por la comisión de un delito, o 

también si se quiere, obtener una sentencia favorable, fundada en derecho, en la que 

reconozca el derecho de que el daño sufrido sea objeto de reparación; esto es, lo 

que se conoce en materia constitucional y procesal como el derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva. 

 Internacional: 

Se han encontrado distintas obras donde los autores abordan el tema materia 

de investigación; por citar algunos: 

Hans Hirsh6, respecto a la víctima en el proceso penal señala que, “hoy se 

trata, antes bien de recategorizar a la víctima por diferencia funcional en un sistema 

jurídico-penal que se apoya en la pretensión punitiva del Estado; es decir, la 

reconducción de la posición de la víctima, pasa por relativizar la pretensión penal 

estatal por un mayor acogimiento de aquélla en el Sistema Penal. La reparación no 

representa ni una sanción penal ni una consecuencia jurídico-penal independiente, 

                                                 
5 SANCHEZ, P. (2004). Manual de Derecho Procesal Penal. Lima: Idemsa Editores. Pág. 155.  

6 HIRSH, H. (2002). Acerca de la posición de la víctima. Derecho Penal. Obras completas – Libro 

Homenaje. Pag. 179. 
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ni algo similar, sólo provoca un efecto mediato a favor del ofendido, esto es la 

imposición de una suma dineraria por concepto de reparación civil”. 

Vicenzo Manzini7, define a la víctima como aquella persona que ve afectados 

sus bienes jurídicos o disminuida su capacidad de disposición de aquellos, como 

consecuencia de una conducta infractora de una norma jurídico-penal, pudiendo ser 

el agente culpable o inculpable, y dentro de la dogmática de los tipos penales, 

denominado “sujeto pasivo”, al titular del bien jurídico objeto de tutela que en 

algunos delitos  puede comprender a dos personas distintas: un sujeto pasivo de la 

acción; y, sujeto pasivo del delito. 

José Ignacio Cafferata Nores8, reconoce que el sistema de garantías jurídicas 

es bilateral, en tanto que la tutela judicial efectiva está hecha tanto para el acusado 

como para la víctima. En este sentido, resultan equivalentes para ambas partes “la 

igualdad ante los tribunales”, “el acceso a la justicia y la defensa en juicio” y la 

“imparcialidad e independencia de los jueces”. 

Mauro Chacón Dorado9, citando a Miguel Frenech, refiere que el actor civil 

es aquella parte acusadora contingente que ejercita en el proceso penal la pretensión 

                                                 

7 MANZINI, V. Tratado de Derecho Procesal Penal. Citado por PEÑA, A. (2011) Derecho 

Procesal Penal. Sistema acusatorio teoría del caso y técnicas de litigación oral. Lima: Rhodas. Pág. 

371. 

8 CAFFERATA, J. (2000) Proceso Penal y Derechos Humanos. Buenos Aires: Ediciones del Puerto. 

Citado por FRISANCHO, M. (2012). Comentario exegético al Nuevo Código Procesal Penal. Lima: 

Legales Ediciones. Pág. 486 

9 CHACÓN, M. (1994) “Comentarios sobre la reforma de 1993 al procedimiento penal federal”. 

En Cuadernos Constitucionales México-Centroamérica. “La oralidad en el proceso penal 

guatemalteco”. México D.F.: Editorial Universidad Nacional Autónoma de México. Pág. 688. 
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de resarcimiento en reclamación de la restitución de la cosa, reparación del daño o 

indemnización del perjuicio producido por el acto punible. Su papel procesal se 

reduce a mantener la acusación a efectos de pedir la actuación de la pretensión de 

resarcimiento, pero sin que su actuación afecte a las vicisitudes de la pretensión 

punitiva, que permanece extraña al mismo. Para Clariá Olmedo, se llama actor civil 

al sujeto secundario del proceso penal que, por sí o por un representante, hace valer 

una pretensión reintegradora patrimonial con fundamento en la afirmación del daño 

causado por el hecho que es objeto de proceso. Se ubica en posición activa frente a 

la cuestión civil que él mismo introduce como objeto secundario del proceso; y su 

intervención es accesoria, por cuanto el proceso no se afecta con su ausencia. 

Manuel Cancio Meliá, sostiene que, no es frecuente que en el marco de reflexiones 

de la teoría del delito la figura del sujeto lesionado por el hecho penal, la víctima, 

ocupe un papel destacado. Mas bien, la víctima vive un papel marginal, confinada 

a una consideración puntual como “sujeto pasivo” o incluso como “objeto material” 

del delito. De hecho es prácticamente un lugar común la afirmación de que el 

nacimiento del Derecho Penal moderno se genera “con la neutralización de la 

víctima”, en el momento en el que la satisfacción del sujeto lesionado es sustituida 

por la retribución de un hecho injusto. 

El autor Colombiano Oscar Guerrero Peralta10, refiere que, en el marco de la 

implementación de un sistema acusatorio una de las innovaciones que más interesa 

es la función impuesta a la Fiscalía General de la Nación con relación a las víctimas, 

                                                 
10 GUERRERO, O. Las víctimas en el contexto del Derecho Procesal Penal Colombiano (perfiles 

comparativos). En: HURTADO, J. (2004). Anuario de Derecho Penal: la Reforma del Proceso 

Penal Peruano. Lima: PUCP Fondo Editorial. Pag. 419. 



31 

 

pues de acuerdo con una primera aproximación a este acto reformatorio de la Carta 

Política, el constituyente ha reformulado toda la concepción existente en cuanto a 

la participación de las víctimas en el proceso penal que se configura a partir de tres 

fundamentos. El primero establece que una de las causales para la adopción de 

medidas restrictivas de la libertad es la relativa a la protección de la comunidad y, 

en el contexto de aquella, la norma establece que debe haber una especial 

consideración a la protección de las víctimas. El segundo fundamento 

constitucional le impone a la Fiscalía General de la Nación la tarea de solicitar ante 

el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 

víctimas y al mismo  tiempo la norma faculta al fiscal para requerir del juez el 

restablecimiento del derecho  y la reparación integral de los afectados con el delito. 

El último fundamento no es novedoso y hace relación a la función tradicional de 

velar por la protección de las víctimas al lado de los jurados y los testigos. No 

obstante, en la misma disposición se remite a la ley para que esta fije los términos 

en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y la adopción de 

mecanismos de justicia restaurativa a que haya lugar. 

Vicente Gimeno Sendra11, citando a Moreno Catena señala que Actor Civil 

es todo órgano o persona que deduce en un proceso penal una pretensión 

patrimonial, por la comisión de hechos delictivos imputados al autor, su naturaleza 

jurídica es de índole civil, el interés que persigue es de índole económico y se 

requiere de toda una formalidad para su intervención en el proceso penal. 

                                                 
11 GIMENO, V. (2001). Lecciones de Derecho Procesal Penal. Madrid: Editorial Constitución y 

Leyes. Pág. 127. 
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Vicente Gimeno Sendra12, el fundamento de la acumulación de la acción civil 

a la penal derivada del delito es la economía procesal, razón que indujo al legislador 

español a sustentar el criterio inaugurado por el Código Procesal Penal 

Napoleónico, toda vez que dicho sistema permite discutir y decidir en un solo 

proceso, tanto la pretensión penal, como la pretensión civil resarcitoria que pudiera 

surgir como consecuencia de los daños cometidos por la acción delictuosa y que, 

de ser decidida con absoluta separación en un proceso civil declarativo podría 

producir mayores gastos y dilaciones al perjudicado por el delito (…), concluye que 

la pretensión civil dimanante del delito podernos entender, pues, la declaración del 

voluntad, planteada ante el juez o tribunal de lo penal en un procedimiento penal en 

curso, pero dirigida contra el acusado o el responsable civil y suscitada en la 

comisión por él de un acto antijurídico, que haya podido producir determinados 

daños en el patrimonio del perjudicado o el actor civil, por el que solicita la condena 

de aquel a la restitución de la cosa, la reparación del daño o la indemnización de 

perjuicios. 

Tavolari13, refiere que la acción penal es pública y privada. Aquella la que se 

dirige al castigo de los delitos que se conocen con el nombre de públicos o que 

afectan general y directamente a la sociedad; y privada, la que tiene por objeto la 

corrección de los delitos privados y que solo afectan a la persona agraviada sin 

trascendencia al público o a la sociedad en general. En relación a estas 

denominaciones, la dogmática contemporánea viene efectuando sagaces 

                                                 
12 GIMENO, V. (2012) Derecho Procesal Penal. Aranzadi, Navarra. Pág. 296. 

13 TAVOLARI, R. (2005). Instituciones del nuevo proceso penal, cuestiones y casos. Santiago de 

Chile: Editorial Jurídica de Chile. pag. 290. 
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precisiones: son víctimas, se ha podido afirmar, “todas las personas que de alguna 

forma sufren perjuicio con la infracción penal”. 

En 1985, se definió a la víctima del delito como “las personas que, individual 

o colectivamente, hayan sufrido daños, incluidos lesiones físicas o mentales, 

sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de sus derechos 

fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que violen la 

legislación penal vigente en los Estados miembros, incluida la que proscribe el 

abuso del poder”14. 

 

2.2 BASES TEÓRICAS 

2.2.1 El agraviado como Actor Civil 

El actor civil es uno de los sujetos procesales regulados en el Nuevo Código 

Procesal Penal. Mecanismo procesal que viene siendo utilizado por los 

directamente ofendidos o agraviados a consecuencia de un delito, para efectos que 

dentro del proceso penal tengan la oportunidad de reclamar una indemnización o 

reparación por los daños ocasionados, sin necesidad de recurrir a la vía civil que les 

generaría gastos innecesarios. Claro está que el agraviado tiene expedito de recurrir 

a las dos vías civil o penal debiendo optar solamente por uno de ellos. 

Sin embargo, por lo novedoso de esta figura procesal, los agraviados por los 

diferentes delitos en la provincia de Huari durante los años 2013 y 2014, no se han 

                                                 

14 ONU. Memoria del VII Congreso sobre la prevención del delito y el tratamiento al delincuente. 

Trad. Juan Orozco Meza, Nueva York, 1986. En: http://www2.ohchr.org/spanish/law/delitos.htm. 
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constituido oportunamente en actor civil, dejando pasar esa oportunidad de poder 

demostrar en juicio los alcances y consecuencias del daño causado por el delito y 

se tenga que fijar el pago de la reparación civil acorde con el daño causado. Siendo 

que en estos casos la reparación civil solamente se fija en función a lo solicitado 

por el Fiscal. En ese orden de ideas el artículo 11º del Decreto Legislativo N° 052, 

"Ley Orgánica del Ministerio Público", señala que éste es el titular de la acción 

penal y la ejercita de oficio o a "instancia de parte" o por "acción popular". Es decir, 

el directamente perjudicado sólo puede denunciar el hecho, pero queda sustraído al 

mismo hecho de la investigación, con excepción de las acciones por querella, por 

lo que en los delitos comunes el ofendido no tiene participación directa en el 

proceso a nivel de investigación. 

En el Código Procesal Penal, se distingue en forma nítida la figura del 

agraviado de la del actor civil. En efecto, de acuerdo con el Título IV del Libro 

Primero del Código Procesal Penal, en su artículo 94º y siguientes señala que la 

víctima tiene derecho a ser informado de los resultados de la investigación y a 

impugnar el sobreseimiento y la sentencia absolutoria, y a ser escuchado antes de 

cada decisión que importe la extinción o suspensión del proceso. Sin embargo, aún 

continúa limitada la participación del agraviado en la investigación. En cuanto al 

actor civil, el artículo 101º de la norma procesal señala que este debe constituirse 

antes de la culminación de la investigación preparatoria. Asimismo, señala que la 

constitución de parte civil excluye la posibilidad de reclamar indemnización en vía 

extrapenal, lo cual nos parece discutible, puesto que las consecuencias de un ilícito 

no solo se traducen en perjuicio directo sino también en la existencia de un daño 

moral, el cual no podría ser discutido en la vía penal. 
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Esta constitución en actor civil, que es resuelta por el Juez de Investigación 

Preparatoria al tercer día de notificada la solicitud a los sujetos procesales, le otorga 

la facultad al agraviado para deducir la nulidad de actuados, ofrecer medios de 

investigación y de prueba, participar en los actos de investigación y de prueba, 

intervenir en el juicio oral, interponer los recursos impugnatorios que la ley prevé, 

intervenir cuando corresponda, en el procedimiento para la imposición de medidas 

limitativas de derechos y formular solicitudes para salvaguardar los mismos. Esta 

facultad que se le otorga al actor civil no le quita los derechos adquiridos en calidad 

de agraviado del proceso, y a pesar de que estando en calidad de parte y haber 

adquirido mayores facultades que antes no le eran otorgadas en calidad de 

agraviado, no le está permitido pedir sanción. Asimismo, la parte agraviada quien 

tenía la facultad de solicitar su intervención en toda decisión que implique el cese 

de la persecución penal del delito, o en todo caso, dejar que el Ministerio Público 

decida sin su intervención, teniendo la calidad de actor civil, no solamente puede 

tener ese derecho de solicitar información del proceso, sino que también podrá 

participar en la investigación que realice el Ministerio Público, colaborando con el 

esclarecimiento del hecho delictivo, máxime, si el agraviado incorporado como 

actor civil no lo exime del deber de declarar como testigo en las actuaciones de la 

investigación y del juicio oral; y también al ser incorporado como parte procesal y 

saber la naturaleza de su constitución deberá acreditar la reparación civil que 

pretende, lo que podría reforzar más la pretensión penal del Ministerio Público en 

el proceso. 

 

El rol del agraviado en el ordenamiento procesal penal vigente es limitado, ya 

que no se permite su participación en la fase de investigación, porque la sociedad a 
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través del Ministerio Público, se ha hecho con toda la carga de la prueba, quizá sin 

considerar que el agraviado, como el verdadero afectado, debe tener un papel más 

protagónico y sobre todo conocer la verdad de lo sucedido15. 

Reyna Alfaro16 sostiene que, constituye una gran paradoja que pese a que la 

víctima constituye el principal colaborador de la justicia penal, tenga un papel solo 

marginal dentro del proceso penal, limitándose a ser un mero testigo, recibiendo 

incluso el calificativo de cuasi testigo o de medio de prueba con deberes pero sin 

derechos. 

2.2.2 La víctima o agraviado 

Se considera agraviado a todo aquél que resulte directamente ofendido por el 

delito o perjudicado por las consecuencias del mismo. Tratándose de incapaces, de 

personas jurídicas o del Estado, su representación corresponde a quienes la Ley 

designe17. 

Víctima es aquella persona que ve afectados sus bienes jurídicos o 

disminuidos su capacidad de disposición de aquéllos, como consecuencia de una 

conducta infractora de una norma jurídico-penal, pudiendo ser el agente culpable o 

inculpable. En el marco de la descripción dogmática de los tipos penales, se 

                                                 

15 MACHUCA, C. (2007). El agraviado en el nuevo proceso penal peruano. Lima: Actualidad 

Jurídica. 

16 REYNA, L. (2015). Manual de Derecho Procesal Penal. Lima: Instituto Pacífico. Pág. 371. 

17 Código Procesal Penal de 2004. Artículo 94º inciso 1). 
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acostumbra denominar “sujeto pasivo”, al titular del bien jurídico objeto de tutela, 

que en algunos delitos puede comprender a dos personas distintas18. 

Para Rosas Yataco19, la víctima es la persona (individual o jurídica) que ha 

sufrido el daño o ha sido lesionada. Esta lesión afecta lógicamente al bien jurídico 

protegido en la víctima. La víctima es la que ha soportado el actuar del agente en la 

comisión de un determinado delito. En el derecho penal se le conoce como “sujeto 

pasivo” del delito, en el derecho procesal penal como “agraviado”, “parte civil” o 

“actor civil”. 

Según el comentario de Villegas Paiva20 para el Nuevo Código Procesal Penal 

“agraviado es lo mismo que víctima”, y que “actor civil” y “querellante particular” 

son dos especies de agraviado. Si bien algunos autores, consideran que “agraviado” 

es un concepto más restringido que el de “víctima”, en tanto se suele considerar que 

agraviado es sinónimo de “sujeto pasivo del delito”. Sin embargo, se debe entender 

que, de la redacción del código adjetivo penal, este le otorga un concepto amplio a 

la expresión “agraviado”, que podría ser equiparable a “víctima”, en tanto prescribe 

que se considerará agraviado a todo aquel que resulte directamente ofendido por el 

delito (hasta aquí sujeto pasivo del delito). Pero, además, también podrá ser 

considerado agraviado, según el citado código, a aquel que resulte perjudicado por 

las consecuencias del mismo. Siendo para este autor adecuado la definición hecha 

por el Código Procesal Penal de 2004, por cuanto al reconocer un concepto amplio 

                                                 
18 PEÑA, A.R. (2013) Ob. Cit. Pág. 450 y 455. 

19 ROSAS, J. (2009). Derecho Procesal Penal con aplicación al Nuevo Código Procesal Penal. 

Lima: Jurista Editores. Pág. 321. 

20 VILLEGAS, E. (2013). El Agraviado y la Reparación Civil en el Nuevo Código Procesal Penal. 

Lima: Gaceta Penal & Procesal Penal – Gaceta Jurídica. Pág. 61. 
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de víctima (o agraviado) se busca dar una mayor protección a toda persona que 

sufra las consecuencias, ya sean directas o indirectas, de un ilícito penal, con lo cual 

a su vez sigue los lineamientos trazados a nivel supranacional. 

Gálvez Villegas21 conceptualiza a la víctima como el sujeto pasivo del daño 

en general, es decir al titular del bien o interés jurídico afectado por la conducta 

delictiva. Ésta puede ser el afectado directo o el que sufre alguna consecuencia 

secundaria del delito, puede ser el agraviado en el proceso penal o el actor civil. 

Asimismo, también puede ser el querellante particular; inclusive puede ser 

cualquiera de estos sujetos aun cuando no hubiesen comparecido en el proceso o 

cuando ni siquiera exista proceso. Es decir, es el término general que engloba a 

todos los demás. El agraviado es el titular de la pretensión resarcitoria, se haya o 

no constituido en actor civil o exista o no proceso penal; el agraviado no es titular 

de la pretensión penal como el ofendido; puede ser el sujeto pasivo que 

directamente sufre en su persona o en sus demás bienes la acción delictiva (llamado 

también damnificado en algunas legislaciones), o el que directamente sufre alguna 

consecuencia de la misma (caso de los herederos del occiso en los delitos de 

homicidio, de los socios o asociados de una persona jurídica, u otros sujetos que se 

vean afectados por la acción delictiva; entre éstos también se considera a las 

asociaciones en los delitos que afectan intereses colectivos o difusos). 

En la presente investigación utilizamos los términos de agraviado que 

comprende a la persona que resulte directamente ofendido por el delito o 

perjudicado por las consecuencias del mismo; y actor civil como todo sujeto 

                                                 
21 GÁLVEZ, T. (2012). El Código Procesal Penal. Lima: Jurista Editores. Pág. 265, 266 y 267. 
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debidamente apersonado y constituido en actor civil dentro del proceso con las 

formalidades que establece la Ley. 

2.2.3 Los derechos y deberes del agraviado 

Se sostiene que el Código Procesal Penal de 2004 le da un adecuado lugar a 

la víctima dentro del proceso22, ello resulta coherente si se parte de considerar que 

esta normativa procesal penal le da el status de sujeto procesal. Además, le amplia 

el reconocimiento de derechos en contraste con la normativa adjetiva anterior, en 

suma, se revaloriza a la víctima en el nuevo sistema procesal penal. 

El proceso penal debe desarrollar las garantías procesales contempladas en la 

Constitución Política del Perú considerando a todas las partes por igual, atendiendo 

las particularidades de cada una de ellas dentro del juicio, bajo esos parámetros 

deben ser interpretadas tales garantías para incluir a todas las partes y que éstas 

sientan que obtienen justicia del proceso penal. En el Derecho internacional 

comparado, los derechos de las víctimas por un hecho punible gozan de una 

concepción amplia, no restringida exclusivamente a una reparación económica 

fundada en los derechos que ellas tienen a ser tratados con dignidad, a participar en 

las decisiones que las afecten y a obtener la tutela judicial efectiva del goce real de 

sus derechos, y que exige a las autoridades que orienten sus acciones hacia el 

establecimiento integral de sus derechos cuando hayan sido vulnerados por un 

hecho punible23. 

                                                 
22 MACHUCA, C. (2007). El agraviado en el nuevo proceso penal peruano. Lima: Gaceta Jurídica. 

Pág. 120. 

23 VILLEGAS, E. Ob. Cit. Pág.89-90. 
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Asimismo, el Código Procesal Penal de 2004 en el artículo 95º establece los 

siguientes derechos del agraviado: 

1. El agraviado tendrá los siguientes derechos: 

a) A ser informado de los resultados de la actuación en que haya 

intervenido, así como del resultado del procedimiento, aun cuando no 

haya intervenido en él, siempre que lo solicite; 

b) A ser escuchado antes de cada decisión que implique la extinción o 

suspensión de la acción penal, siempre que lo solicite; 

c) A recibir un trato digno y respetuoso por parte de las autoridades 

competentes, y a la protección de su integridad, incluyendo la de su 

familia. En los procesos por delitos contra la libertad sexual se 

preservará su identidad, bajo responsabilidad de quien conduzca la 

investigación o el proceso. 

d) A impugnar el sobreseimiento y la sentencia absolutoria. 

2. El agraviado será informado sobre sus derechos cuando interponga la 

denuncia, al declarar preventivamente o en su primera intervención en la 

causa. 

3. Si el agraviado fuera menor o incapaz tendrá derecho a que durante las 

actuaciones en las que intervenga, sea acompañado por persona de su 

confianza. 
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La intervención del agraviado como actor civil no lo exime del deber de 

declarar como testigo en las actuaciones de la investigación y del juicio oral24. El 

agraviado constituido en actor civil, adquiere derechos y obligaciones en el marco 

del Proceso Penal, y una de estas obligaciones es declarar como testigo en todas las 

actuaciones de investigación y en las audiencias que se desarrollen en el 

juzgamiento. Su omisión perturba la actividad probatoria, y como tal los fines del 

procedimiento. La participación del actor civil debe concretarse entonces, a partir 

de todas las diligencias que los sujetos procesales juzguen necesarias, a efectos de 

realizar una mínima actividad probatoria. 

 

 

2.2.4 El derecho a la defensa de la víctima 

Si una persona tiene el derecho de acceder a los tribunales de justicia, es para 

que esta en defensa de sus derechos pida protección para los mismos, y si el 

desarrollo del proceso al que se ha accedido debe ser uno con todas las garantías 

donde se tutele adecuadamente sus derechos vulnerados, entonces es una necesidad 

imperiosa que ella misma pueda ejercer la defensa de sus derechos en el proceso. 

Es desde esta perspectiva que se entiende que las víctimas también gozan del 

derecho de defensa. 

Si bien desde un enfoque tradicional, en el ámbito del proceso penal, el 

derecho de defensa generalmente es entendido como solamente uno que le asiste al 

imputado al interior del proceso; consideramos que ello no es correcto, pues este 

derecho es uno de carácter fundamental que le pertenece a toda persona sin 

                                                 
24 Código Procesal Penal de 2004, Artículo 96º. 
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excepción, y no solo a aquella que se le atribuya la comisión de un hecho punible, 

que acude (voluntariamente u obligatoriamente) ante el Estado, para la tutela de sus 

intereses y pretensiones. 

Como dice Maier “el derecho de defensa no solo se limita a la protección del 

imputado, sino también a otras personas que pueden intervenir en el proceso, como 

el actor civil o el tercero”25. A lo dicho por el citado autor, agregaríamos que, no es 

necesario que la víctima se constituya en actor civil para que pueda ejercer el 

derecho de defensa, pues ella por el solo hecho de ser víctima tiene una serie de 

derechos al interior del proceso penal que deben ser debidamente resguardados, por 

lo que se hace patente que pueda ejercitar el derecho de defensa. 

En ese sentido, el derecho de defensa es aquel derecho fundamental atribuido 

a todas las partes del proceso y que debe ser respectado por el tribunal que conoce 

del mismo, y tiene como presupuesto mínimo la necesidad de que éstas sean oídas, 

en el sentido de que puedan alegar y demostrar para conformar la resolución 

judicial, y que se conozcan y puedan rebatir sobre los materiales de hecho y de 

derecho que puedan influir en la resolución judicial. 

Como se sabe este derecho de defensa comprende dos aspectos; por un lado, 

una defensa material, que en el caso específico de la víctima se dará cuando sea ella 

misma la que ejerza su defensa, ya sea declarando la forma en que ocurrieron los 

hechos, o sustente la pretensión de la reparación civil; y por otro lado, una defensa 

técnica, lo que implica que debe ser asesorado por un abogado, el mismo que 

                                                 
25 Maier, J. (2001) Derecho Procesal Penal Argentino. Tomo I, Vol. B, 2da. Edición. Buenos Aires: 

AFA editores. Pág.307. 
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debería proveerle el Estado, por ello se ha implementado por el Ministerio Público, 

dentro de su Unidad de Asistencia a Víctimas y Testigos, a unos profesionales del 

Derecho que deberían asesorarlos en todo lo que las víctimas necesiten; sin 

embargo, ello hasta el día de hoy se ha mostrado muy tímidamente, debiendo los 

abogados ejercer más activamente estas funciones asignadas. Y es que, si 

sostenemos que los derechos de la víctima deben ser equivalentes a los del 

inculpado, quien desde la averiguación previa tiene derecho a asistencia jurídica, 

entonces la víctima también debe contar con un verdadero asistente legal, que le 

ilustre, le aconseje y le patrocine gratuitamente, pues de lo que se trata es de una 

defensa procesal eficaz.  

2.2.5 El Actor Civil 

La acción reparatoria en el proceso penal sólo podrá ser ejercitada por quien 

resulte perjudicado por el delito, es decir, por quien según la Ley civil esté 

legitimado para reclamar la reparación y, en su caso, los daños y perjuicios 

producidos por el delito26. 

El actor civil es un sujeto legitimado en el proceso, que al momento de 

adquirir personería está facultado para interponer los recursos y remedios 

procesales, que sean necesarios para asegurar el pago de una Reparación Civil 

proporcional al daño sobrevenido por la comisión del delito27. Sin embargo, a 

efectos de poder acreditar la existencia del daño en un determinado bien jurídico, 

deberá referirse necesariamente a la imputación penal, pues, la obtención de la 

                                                 
26 Artículo 98º del Código Procesal Penal – actor civil constitución y derechos. 

27 PEÑA, A.R. Ob. Cit. Pág. 462-463. 
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reparación económica se encuentra condicionada a la imposición de una sentencia 

condenatoria. Actor civil es el perjudicado que ejerce su derecho de acción civil 

dentro del proceso penal. Es decir, es quien ha sufrido en su esfera patrimonial los 

daños producidos por la comisión del delito, siendo titular, frente al responsable 

civil, de un derecho de crédito, bien a título de culpa, bien por la simple existencia 

de una responsabilidad objetiva que pudiera surgir con ocasión de la comisión de 

un delito28. 

San Martín Castro29 define al actor civil como aquella persona que puede ser 

el agraviado o sujeto pasivo del delito, es decir quién directamente ha sufrido un 

daño criminal y, en defecto de él, el perjudicado, esto es, el sujeto pasivo del daño 

indemnizable o el titular del interés directa o inmediatamente lesionado por el 

delito, que deduce expresamente en el proceso penal una pretensión patrimonial que 

trae a causa de la comisión de un delito. 

La calidad de actor civil, como titular de la acción civil emergente del delito, 

se adquiere cuando éste se presenta en el proceso penal para constituirse como tal. 

Para hacerlo el titular debe ser persona capaz civilmente, por cuanto si no fuere, 

debe actuar con las representaciones que la ley civil impone para el ejercicio de las 

acciones civiles30. 

2.2.6 La constitución en actor civil 

                                                 
28 GIMENO, V. (2007). Derecho Procesal Penal, Madrid: Editorial Colex, Pág. 181. 

29 SAN MARTÍN, C. (2003). Derecho Procesal Penal. Lima: editorial Grijley, Pág. 259 

30 ARBULÚ, V. (2012) Comentarios de los Precedentes Vinculantes Penales. Lima: Ediciones 

Legales. Pág. 661. 
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La principal razón por la cual el agraviado o agraviados, de ser el caso, se 

constituyen como actor civil es para poder demandar la reparación civil, pero aparte 

de ello, y conforme a los artículo 104º y 105º del Código Procesal Penal de 2004, 

puede ejercer las siguientes facultades: deducir nulidad de actuados, ofrecer medios 

de investigación y de prueba, participar en los actos de investigación y de prueba, 

intervenir en el juicio oral, interponer los recursos impugnatorios que la Ley prevé, 

intervenir -cuando corresponda- en el procedimiento para la imposición de medidas 

limitativas de derechos, y formular solicitudes en salvaguarda de su derecho, así 

como la colaboración con el esclarecimiento del hecho delictivo y la intervención 

de su autor o participe, así como acreditar la reparación civil que pretende. El actor 

civil, aparte de los derechos que tiene por haberse constituido en tal, conserva los 

derechos que posee por el solo hecho de ser agraviado. 

2.2.7 Requisitos y oportunidad para constituirse en actor civil 

Siguiendo a Ricardo Núñez31, el escrito de constitución en actor civil deberá 

consignar los motivos en que la acción se basa, con indicación del carácter que se 

invoca y el daño que se pretende haber sufrido, aunque no se precise el monto. El 

que insta debe exponer las razones que tiene para constituirse en actor civil en el 

proceso, es decir, debe expresar la causa petendi que lo asiste. Para ello debe 

determinar el hecho productor del daño; el título en el que pide el resarcimiento: si 

lo hace como damnificado, heredero, asegurador o representante o mandatario de 

alguno de ellos; asimismo, debe decir qué es lo que demanda: si solicita el 

resarcimiento, si pide la restitución del objeto que fue materia del hecho imputable 

                                                 
31 NÚÑEZ, R. (1982). La acción civil en el proceso penal. Córdova: Editora Córdova. Pág. 119. 
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y la indemnización del daño material y moral causado, o si solo demanda por alguno 

de esos conceptos. 

Esto, hace notar que el actor civil en cuanto tal, es un sujeto autónomo en el 

proceso penal por cuanto actúa con independencia respecto de los otros sujetos; 

hace valer exclusivamente su pretensión privada de reintegro patrimonial. Para ello, 

debe introducirse voluntariamente en el proceso mediante un acto por el que inste 

su constitución como demandante civil32. 

El agraviado, para ser considerado como actor civil en el proceso penal, 

deberá reunir ciertos requisitos formales, temporales y de fondo, bajo sanción de 

inadmisibilidad. Por lo tanto, actor civil es un sujeto formalmente constituido en el 

proceso penal con la finalidad de aportar la prueba e impulsar la actividad 

probatoria necesaria para acreditar su pretensión resarcitoria y coadyuvar a la 

acreditación de la responsabilidad penal del procesado33. 

El artículo 100º del Código Procesal Penal de 2004, establece como requisitos 

para constituirse en actor civil los siguientes:   

1. La solicitud de constitución en actor civil se presentará por escrito ante el Juez 

de la Investigación Preparatoria. 

2. Esta solicitud debe contener, bajo sanción de inadmisibilidad: 

a) Las generales de Ley de la persona física o la denominación de la persona 

jurídica con las generales de Ley de su representante legal; 

                                                 
32 CLARIÁ, J. (1998). Derecho procesal penal. Buenos Aires: Rubinsal-Culzoni. Pág. 120. 
33 VILLEGAS, E. Ob. Cit. Pág.172. 
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b) La indicación del nombre del imputado y, en su caso, del tercero civilmente 

responsable, contra quien se va a proceder; 

c) El relato circunstanciado del delito en su agravio y exposición de las razones 

que justifican su pretensión; y, 

d) La prueba documental que acredita su derecho, conforme al artículo 98. 

La oportunidad para constituirse en actor civil tiene que efectuarse antes de 

la culminación de la primera etapa procesal, esto es, de la investigación preparatoria 

formalizada. Para dichos efectos, el juez de la investigación preparatoria, una vez 

que ha recabado información del fiscal acerca de los sujetos procesales apersonados 

en la causa y luego de notificarles la solicitud de constitución en actor civil, 

resolverá dentro del tercero día. Rige en lo pertinente, y a los solos efectos del 

trámite, el artículo 8º del Código Procesal Penal de 200434. De forma que, si el 

pedido de constitución en actor civil se efectúa una vez concluida la investigación 

preparatoria, ésta no podrá ser amparada. 

Si bien es cierto que el Código Procesal Penal señala hasta qué momento 

puede solicitarse la constitución en actor civil, sin embargo, no precisa desde qué 

momento se puede plantear dicha petición, sin embargo, debemos tener en cuenta 

que esto solamente es posible en la medida que se haya ejercido la acción penal vía 

formalización de investigación preparatoria. 

2.2.8 Audiencia de constitución en actor civil 

                                                 
34 ROSAS, J. (2013). Tratado de Derecho Procesal Penal. V.I. Lima: Pacífico Editores. Pág. 339. 
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La lectura individual del apartado 1) del Art. 102 del Código Procesal Penal 

podría interpretarse de manera por demás errónea, que el juez de la investigación 

preparatoria puede dictar a solo pedido de la parte interesada una vez recabada la 

información pertinente y sin otro trámite la constitución del actor civil. Sin 

embargo, el segundo apartado de dicho artículo precisa que para los efectos del 

trámite señalado, en rigor rige el Art. 8 que para los fines del presente caso estatuye 

la necesidad de que se convoque una audiencia específica para la constitución del 

actor civil, que debe contar con la presencia no solo del juez como figura central, 

sino con la participación obligatoria del fiscal y con la intervención facultativa de 

las otras partes procesales.  

Es decir, que para poder constituirse en actor civil tiene necesariamente que 

llevarse a cabo una audiencia, en cumplimiento de los principios procedimentales 

de oralidad, publicidad y contradicción, que son principios básicos en materia 

procesal, conforme lo establece el Art. 1.2. del Título Preliminar del Código 

Procesal Penal. En otras palabras, no es posible deducir de la ley que la audiencia 

en cuestión solo se llevará a cabo ante la oposición de una parte procesal, pues tal 

posibilidad no se encuentra reconocida por el citado código y, por consiguiente, 

sería contraria al principio de legalidad procesal. 

 

2.2.9 La Reparación Civil y el Derecho a la Indemnización  

En realidad, en nuestra práctica procesal la constitución en actor civil se ha 

limitado, en esencia, a obtener una reparación civil adecuada. Ello en atención al 

principio del interés. Alejandro Báez, citado por Teófilo Olea y Leyva, señala en su 

"lógica", que el interés es el móvil de todas las acciones humanas. Igualmente, 
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Jhering y Chiovenda señalan que el interés es la condición específica de la acción. 

Por ello es que la constitución en actor civil, en el proceso penal peruano, obedece 

al interés de lograr una reparación. Sin embargo, existen ilícitos que por su 

gravedad no son adecuadamente resarcidos en la vía penal. Estos se encuentran 

referidos a los homicidios o lesiones por negligencia (ejemplo: accidentes de 

tránsito) los que al ser sancionados generalmente no imponen una reparación acorde 

con los intereses de la víctima. Es por ello que en su mayor parte la víctima o sus 

representantes prefieren no intervenir en el proceso, en el entendido que su 

constitución en actor civil les impediría obtener una adecuada reparación, que 

podría lograrse en el proceso civil. Ello encuentra explicación, en tanto en el 

proceso penal se privilegia la persecución del delito; sin embargo, en el proceso 

civil se discute la procedencia o no de la pretensión. En el caso del daño moral, es 

necesario establecer si el sentimiento de la víctima considerado socialmente 

legítimo ha sido vulnerado. Es decir, que los hechos en que se funda el daño alegado 

deben trascender a tal extremo que los accionantes hayan percibido un menoscabo 

sentimental. Creemos que ello no puede ser materia de un proceso penal. 

Del Río Labarthe35sostiene que, la acción civil no es accesoria de la penal, lo 

que existe es una simple acumulación de pretensiones, cuyo fundamento radica en 

la economía procesal, el actor civil no tiene ninguna legitimación para sostener; 

aunque sea indirectamente, la acción penal, y menos para, sin ostentar interés civil, 

instan a la continuación de un proceso penal. 

                                                 
35 DEL RÍO, G. (2010). La etapa intermedia en el Nuevo Proceso Penal acusatorio. Lima: Ara 

Editores. Pág. 67-68. 
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En el ordenamiento penal peruano se contempla el instituto de la reparación 

civil como una forma de indemnización a la víctima. Así, los artículos 92 y 93 del 

Código Penal de 1991 señalan que la reparación civil se fija conjuntamente con la 

pena y que esta comprende la restitución del bien o el pago de su valor y la 

indemnización de los daños y perjuicios. Asimismo, no olvidemos que nuestro 

Código Penal es de hace más de dos décadas y, si bien las sentencias disponen una 

forma de resarcimiento ella en su mayor parte no se cumple. La razón es muy 

sencilla: el 60% de los procesos en el Perú tienen relación directa con los delitos 

contra el patrimonio y es evidente que quien delinque es porque desea un beneficio 

con el apoderamiento; por lo tanto, al fijarse una reparación civil pecuniaria 

generalmente se convierte en "letra muerta" por lo que en el 95% de los casos las 

víctimas de estos delitos, además de sufrir un daño, se ven ante la circunstancia de 

que el daño no es reparado, puesto que la reparación civil en nuestro país solo se ha 

limitado al pago pecuniario. 

Por ello, los operadores jurisdiccionales han buscado otros medios para hacer 

efectiva la reparación civil, como el considerarla como regla de conducta; sin 

embargo, en los últimos años reiterada jurisprudencia ha señalado que la reparación 

civil no puede ser considerada como regla de conducta, ya que acorde con el 

principio constitucional de que "no hay prisión por deudas", su imposición como 

regla de conducta resulta errónea en atención a su naturaleza jurídica, no pudiendo 

supeditar la condicionalidad de la pena a la exigencia de su pago". 

Ello hace necesario la búsqueda de otras alternativas para hacer efectivo el 

pago de la reparación civil, como el trabajo del sentenciado en busca de ingresos 
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que te permitan el pago de la reparación civil. En los últimos años en nuestro país 

se han creado en materia penal, especialmente dentro de la Corte Superior de 

Justicia de Lima, juzgados dedicados en forma exclusiva a la ejecución de las 

sentencias, los que se encargan de perseguir el pago de la reparación civil; sin 

embargo, su labor se ve entorpecida porque en la gran mayoría de los casos el 

sentenciado no cumple con el pago por carecer de recurso. Por ello son necesarias 

otras alternativas a fin de que la finalidad de la reparación no sea estéril y antes que 

un resarcimiento se convierta en un perjuicio aún mayor a la víctima. Esta podría 

traducirse, por ejemplo, en la creación de alternativas de trabajo para el sentenciado 

a fin de que se procure fondos para abonar la reparación civil. 

2.2.10 Las actuaciones del Ministerio Público como limitación para 

constituirse en actor civil 

El artículo 101 del CPP-2004, precisa que la constitución en actor civil deberá 

de efectuarse antes de la culminación de la “Investigación Preparatoria.” Sin 

embargo, la limitación a los efectos de constituirse como tal, está sujeta a la 

oportunidad para hacerlo, en muchos casos, ha desencadenado un problema al que 

el agraviado debe de hacer frente, pues ve truncada su reclamación resarcitoria en 

el mismo proceso penal, al ser notificada con la disposición de conclusión de la 

“investigación preparatoria” expedida por el fiscal, quien haciendo uso de la 

posibilidad normativa del artículo 343.1 del cuerpo legal adjetivo citado, decide 

concluir la investigación preparatoria cuando considera que esta cumplió su objeto, 

aun cuando no hubiere vencido el plazo, sin anunciarle al agraviado la decisión de 

hacerlo. La interposición de una solicitud de constitución en actor civil fuera del 
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plazo referido, traerá como es natural la declaración de su inadmisibilidad por parte 

del juez de la Investigación Preparatoria. 

La postura adoptada por el fiscal respecto a la conclusión de la Investigación 

Preparatoria antes de los 120 días comunes, traerá como hemos sostenido la 

imposibilidad de que el agraviado pueda constituirse en actor civil, resultando como 

lógica consecuencia de ello, por ejemplo, el impedimento de recurrir respecto al 

objeto civil de la resolución, en el supuesto de la emisión de una sentencia 

condenatoria, ello en interpretación del artículo 407.2 del Código Procesal Penal de 

2004. Esto significa, en estricto, que el agraviado no podrá apelar la decisión en 

cuanto al extremo que establece la reparación civil aduciendo lo minúsculo de este, 

pues la presentación de la solicitud para constituirse en actor civil habrá sido 

presentada a destiempo.  

Es evidente, entonces, que el artículo bajo comentario de algún modo aminora 

la gama de derechos del agraviado, pues, en estricto, limita su derecho a ser 

resarcido en el propio proceso penal en el quantum exigido o pretendido por él. No 

olvidemos que, para efectos de la interposición de un recurso impugnatorio en 

cuanto a la reparación civil, el agraviado ha de constituirse previamente en actor 

civil, o, lo que es lo mismo, en parte civil, si tomamos en cuenta la denominación 

empleada por el Código de Procedimientos Penales (1940), que no estatuyó norma 

que limite su constitución. De modo que, la limitación temporal para la constitución 

en actor civil, podría (se trata de una sugerencia) sufrir una modificación. En efecto, 

pues, lo que se pretende es que se respete el principio establecido en el inciso 4 del 
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artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Penal de 2004, que enarbola el 

“Principio de Igualdad Procesal”. 

Cabe señalar, finalmente, que la no atención de una solicitud de constitución 

en actor civil, por la existencia del parámetro temporal analizado, implicaría que, el 

agraviado si bien pudiera perseguir el resarcimiento del daño provocado por el 

delito en vía extra penal, verá infructuosa la posibilidad de lograr mediante un único 

procedimiento, la satisfacción de sus derechos, sobre todo aquel ligado a la 

reparación, pues el seguir un proceso distinto al penal, obviamente le ha de 

demandar gasto y tiempo. 

2.2.11 Órgano competente 

El requerimiento o solicitud de constitución en actor civil, se plantea ante el 

juez de investigación preparatoria, toda vez que, conforme se ha señalado 

anteriormente esta figura procesal de constitución en actor civil solamente se 

plantea hasta antes de la culminación de la investigación preparatoria formalizada. 

2.2.12 Casos de improcedencia 

Son casos de improcedencia de la constitución en actor civil, cuando la 

solicitud haya sido interpuesta después de concluido la investigación preparatoria y 

asimismo cuando no se cumpla con los requisitos señalados en el artículo 100º del 

Código Procesal Penal de 2004, esto es: 

1. La solicitud de constitución en actor civil se presentará por escrito ante el Juez 

de la Investigación Preparatoria. 

2. Esta solicitud debe contener, bajo sanción de inadmisibilidad: 
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a) Las generales de Ley de la persona física o la denominación de la persona 

jurídica con las generales de Ley de su representante legal; 

b) La indicación del nombre del imputado y, en su caso, del tercero civilmente 

responsable, contra quien se va a proceder; 

c) El relato circunstanciado del delito en su agravio y exposición de las razones 

que justifican su pretensión; y, 

d) La prueba documental que acredita su derecho, conforme al artículo 98°. 

2.2.13 Impugnación 

La resolución judicial que resuelve el requerimiento o solicitud de 

constitución en actor civil, puede ser impugnada por cualquiera de los sujetos 

procesales conforme lo estipula el artículo 103º del Código Procesal Penal.Es decir, 

solamente es admisible el recurso de apelación conforme lo señala el Código 

Procesal Penal; asimismo respecto a que pueda proceder el recurso de casación 

contra la resolución que resuelve la constitución en actor civil en segunda instancia, 

solamente puede ser amparado en la medida que se interponga el recurso de 

casación excepcional para casos de desarrollo de la doctrina jurisprudencial, por 

cuanto las apelaciones de autos interlocutorios solamente se agotan en la segunda 

instancia con el recurso de apelación. 

 

2.3. DEFINICIÓN DE TÉRMINOS 

Constitución del agraviado en actor civil 

La constitución del agraviado en actor civil es un mecanismo procesal para efectos 

de poder actuar dentro del proceso con facultades más amplias en la defensa de sus 

derechos, principalmente, para reclamar la reparación civil. La constitución en actor 
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civil se debe efectuar dentro de un plazo que el Código Procesal Penal establece, y 

para ello el Juez debe emitir una resolución declarándolo como tal, contrario sensu 

solamente se quedará con la denominación de agraviado con derechos limitados de 

agraviado con derechos limitados36. 

Investigación preparatoria 

La investigación preparatoria es la primera etapa del proceso común y tiene dos 

subfaces: las diligencias preliminares y la investigación preparatoria formalizada. 

Cada una de ellas tiene sus plazos, procedimientos y duración específicos normados 

en el Código Procesal Penal. Por consiguiente, dista diametralmente la noción 

teórica, normativa y aplicativa de este nuevo ordenamiento jurídico con el antiguo 

proceso penal peruano.  

Proceso penal 

El proceso penal es la forma en que el Estado ejerce el monopolio del ius puniendi 

(postestad sancionadora), el proceso penal está constituida por un conjunto de 

garantías constitucionales. Según Alberto Binder37 el proceso penal es entendido de 

dos maneras diferentes. La primera, tradicional y propia del estamento burocrático, 

es la que indica que el proceso consiste en una sucesión de etapas o actividades, 

esto es, trámites, cuyo conocimiento y manejo deriva de la práctica cotidiana, 

encaminados a concretar las consecuencias de la norma penal sustantiva. La otra 

posición afirma, en cambio, que el proceso penal no se agota en la posición 

epidérmica de su secuencia y menos en un amasijo de trámites; sostiene, más bien, 

                                                 
36 REYNA, L. (2015). Manual de Derecho Procesal Penal. Lima: Instituto Pacífico – Actualidad 

Penal. Pág. 378. 
37 BINDER, A. (1993). Introducción al derecho procesal penal. Buenos Aires: Editorial Ad Hoc. 

Pag. 29. 
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que es un mecanismo de resolución o redefinición de conflictos surgidos dentro del 

colectivo social por el acaecimiento de un hecho delictuoso. 

Juez de investigación preparatoria 

Es el magistrado que va a tener una relación directa con el Fiscal, en la etapa de 

investigación. Dicho magistrado, además, de cumplir un rol de filtro en el proceso 

penal, en el sentido que es quien evaluará la acusación fiscal, también realiza una 

función de vigilancia de la investigación preparatoria. Ante él podrán recurrir las 

partes a fin de que dicte las medidas necesarias que permitan asegurar un mejor 

desarrollo de la investigación, facultándosele a dicho magistrado dictar medidas 

coercitivas, a pronunciarse sobre medios de defensa y sobre todo controlar el 

cumplimiento de los plazos. Ello es debido a que, el Fiscal al no contar con 

facultades coercitivas, necesita del órgano Jurisdiccional que resuelva las medidas 

de coerción, con la finalidad de asegurar la prueba y la eficacia del proceso38. 

Conclusión de la investigación preparatoria 

La finalidad de la investigación es incorporar los elementos de prueba necesarios 

para conocer la verdad histórica objetiva y construir la vedad procesal. Siendo esto 

así, el Fiscal, no necesita esperar que se cumpla el tiempo máximo fijado para la 

investigación, a fin de darla por concluida y como consecuencia de ello proceder a 

formular acusación, pues dadas las circunstancias y si a consideración del Fiscal se 

ha reunido la prueba suficiente que sustente no sólo su acusación, sino también el 

                                                 
38 NEYRA, J. (2010). Manual del Nuevo Proceso Penal y de Litigación Oral. Lima: Idemsa. Pág. 

212,213. 
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debate probatorio en el juicio oral, éste dará por concluida dicha etapa procesal en 

cualquier momento del plazo legal establecido39. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
39 ROSAS, J. (2009) Derecho Procesal Penal con aplicación al nuevo proceso penal. Lima: Jurista 

Editores. Pag. 428,429. 
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III. METODOLOGIA 

 

3.1 Tipo y diseño de investigación 

 

Tipo de investigación 

Este estudio correspondió a una investigación jurídica mixta40. Dogmática-

Empírica, en su dimensión dogmática tuvo por finalidad ampliar y profundizar 

conocimientos sobre el problema de investigación planteado, es decir, sobre el 

estudio dogmático de la víctima y su constitución en actor civil dentro de un 

proceso penal y analizar sus diversos problemas. Desde el punto de vista de la 

investigación empírica buscó explicar el tratamiento judicial de este instituto 

en el Distrito Judicial de Ancash, específicamente en el Juzgado de 

Investigación Preparatoria de Huari, a fin de conocer cómo se viene tramitando 

los requerimientos de constitución en actor civil. 

 

Tipo de diseño 

Correspondió a la denominada No Experimental, debido a que careció de 

manipulación intencional de la variable independiente, además no posee grupo 

de control ni experimental; su finalidad fue estudiar el hecho jurídico 

identificado en el problema después de su ocurrencia. 

 

 

 

 

 

                                                 
40 SOLIS, A. (1991). Metodología de la Investigación Jurídico Social, Lima. 
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Diseño General 

Se empleó el diseño Transeccional o Transversal41, cuya finalidad ha sido 

recolectar datos del hecho jurídico en un solo momento o en un tiempo único. 

Su propósito es describir variables y analizar su incidencia e interrelación en 

un momento dado; en el presente caso, está delimitado temporalmente para el 

periodo 2013-2014. 

Diseño específico 

Se empleó el diseño Descriptivo-explicativo, toda vez que se estudió los 

factores que generan situaciones problemáticas dentro de un determinado 

contexto y poder explicar el comportamiento de las variables de estudio. 

Métodos de Investigación 

Los métodos específicos que se emplearon en la presente investigación son los 

siguientes: 

Método Dogmático 

Encaminada al estudio e investigación de la doctrina con la finalidad de realizar 

abstracciones (instrumentos lógicos, inducción, deducción, análisis, síntesis, 

analogía, comparación), con la finalidad de pulir los aportes de los juristas o lo 

que aparece en el campo normativo, estudiar las instituciones del Derecho con 

la finalidad de realizar construcciones correctamente estructuradas y 

proponerlas para su utilización. El Derecho al estar conformado por 

                                                 
41 HERNANDEZ, R. (2010). Metodología de la Investigación. México: Editorial Mc GrawHill, Pág. 

151. 
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instituciones, estos pueden ser explicados para el método dogmático en 

términos jurídicos sin apelar a consideraciones políticas, ideológicas o éticas. 

Este método se empleará en nuestra investigación para tratar de entender el 

problema de investigación a la luz de la doctrina y los planteamientos teóricos 

de los juristas. 

Método hermenéutico 

La hermenéutica jurídica presupone necesariamente el manejo de los 

conceptos, nociones y dogmas que conforman la ciencia del Derecho. Los 

aplicadores del derecho tienen la enorme, pero a la vez honrosa responsabilidad 

de otorgar sentido, a través de sus resoluciones judiciales, a la voluntad 

soberana del pueblo. En sentido amplio, éste método trata de observar algo y 

buscarle significado. En sentido estricto, siempre que los datos o las partes de 

un todo se presten a diferentes interpretaciones. En ese sentido, siendo nuestro 

objeto de estudio susceptible de diversas interpretaciones será necesario para 

poder hacer la teorización de nuestro trabajo emplear este método. 

Existen muchos métodos de interpretación (sistemático, histórico, funcional, 

restrictivo, exegético, sociológico, etcétera) empero, la solución correcta a la 

dicotomía debe ser siempre congruente y compatible con los anhelos e ideales 

de la sociedad de que se trate para que de esa forma se obtenga un sistema 

jurídico válido y a la vez eficaz (válido en cuanto no contraría la norma 

fundamental y eficaz en cuanto a que se respeta y cumpla) capaz de garantizar 

la vigencia del Estado de Derecho; por ello la interpretación hermenéutica 

niega la posibilidad de significados múltiples y contrastantes; en todo caso, la 
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coherencia depende de la conformidad de la interpretación con el todo del 

sistema normativo que se presume integro, sin lagunas jurídicas; por ello el 

intérprete del derecho dispone con anticipación del sentido que constituyen la 

tradición jurídica que persiguen los sentimientos de una nación. 

Método de la Argumentación Jurídica 

La argumentación jurídica es el medio con el cual se sustenta el Derecho. La 

argumentación jurídica es la forma organizada de demostrar lógicamente por 

medio de un razonamiento formulado con el propósito de conseguir la 

aceptación o rechazo de una tesis o teoría determinada. La aceptación o rechazo 

de esa tesis dependerá de la eficacia o ineficacia de la argumentación que le 

sirve de apoyo. En los procesos judiciales es necesario establecer por medio de 

la argumentación jurídica, el que se pueda probar los hechos, valiéndose de 

ciertos medios o indicios, que a menudo se contraponen unos a otros. La 

argumentación jurídica infiere, de los indicios, la existencia o inexistencia de 

otros hechos que son considerados, por la experiencia, como la única 

explicación práctica posible de tales indicios. 

Respecto al proceso o los momentos o fases de la investigación, estos se 

plasmaron de la siguiente manera: 

a) Planteamiento del problema: Comprendió la individualización y 

descripción del problema, el planteamiento de una hipótesis directriz o 

de trabajo, y la adopción de métodos para el conocimiento del problema. 
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b) Construcción: Es la búsqueda de las fuentes del conocimiento jurídico, 

en ella se observó la fijación critica de un texto, critico de veracidad y 

trascendencia y sobre los datos contenidos veremos la extracción y 

fijación sobre materiales, sujetos y fuentes y la agrupación de los datos 

obtenidos. Papel fundamental es la ordenación de las fuentes, la cual 

puede ser:  

- Los expedientes judiciales 

- Las entrevistas a los litigantes (personas litigantes – parte agraviada 

y los abogados defensores). 

c) Discusión: Donde se realizó la revisión crítica de los materiales 

obtenidos; se adoptan tesis y los métodos para su demostración, la tesis 

conduce a un plan de exposición y reagrupamiento del material según sea 

el plan proyectado por la síntesis unitaria del desarrollo de la tesis. 

d) Informe final: El mismo que fue redactado siguiendo el estilo 

humanístico o tradicional, que es lo que se usa en los trabajos del campo 

jurídico. 

3.2 Plan de recolección de la información y/o análisis e interpretación de la 

información   

Estrategias o procedimientos de recogida de información 

(1) Para recoger la información necesaria y suficiente para alcanzar los 

objetivos de la investigación se empleó la Técnica Documental, cuyos 

instrumentos serán las fichas textuales y de resumen. 
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(2) Para sistematizar la información en un todo coherente y lógico, es decir, 

ideando una estructura lógica, un modelo o una teoría que integre esa 

información, se empleó el Método de la Argumentación Jurídica. 

(3) Para la obtención de información de la presente investigación se hizo a 

través del método cuantitativo y cualitativo lo que permitió recoger datos 

numéricos y opiniones o valoraciones sobre el problema planteado. Es 

por esta razón que la presente investigación no persiguió la 

generalización estadística sino la aprehensión de particularidades y 

significados aportados en las encuestas y sobretodo en el análisis de los 

expedientes judiciales en contrastación con la jurisprudencia y doctrina. 

Análisis e interpretación de la información 

Análisis de contenido. Cuyos pasos seguidos fueron: 

a) Selección de la comunicación que será estudiada; 

b) Selección de las categorías que se utilizaron; 

c) Selección de las unidades de análisis, y 

d) Selección del sistema de recuento o de medida. 

Criterios 

Los criterios que se siguieron en el presente proceso de investigación fueron 

los siguientes: 

- Identificación del lugar donde se buscó la información. 

- Identificación y registro de las fuentes de información. 
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- Recojo de información en función a los objetivos de investigación, 

empleando técnicas e instrumentos de investigación pertinentes. 

- Sistematización de la información. 

- Análisis y evaluación de la información. 

 

3.3 Técnicas e Instrumento (s) de recolección de la información 

El recojo de información del trabajo de campo se realizó a través de la 

técnica documental, empleándose como su instrumento las fichas, 

especialmente las literales y de resumen, en base al cual recogeremos la 

información suficiente sobre nuestro problema de estudio. 

También se aplicó la ficha de análisis de contenido para poder realizar 

jurisprudencias y resoluciones judiciales sobre nuestro problema de estudio y 

poder determinar cuáles son los criterios jurídicos y el tratamiento que han 

dado los magistrados de la Provincia de Huari; para lo cual se delimitará áreas 

para la recopilación de información que reflejen el actual criterio que están 

adoptando los magistrados para resolverlos jurídicamente. 

Para el estudio de la normatividad se realizó a través del método 

hermenéutico, para tener una visión sistemática de nuestro problema de 

estudio. Finalmente, para la validación de las hipótesis, se formulará en la 

ejecución del proyecto, el diseño del Trabajo Operacional, que tiene como 

objetivos; trabajar con la información vertida por la muestra, en el trabajo de 

campo a fin de procesar esta información con técnicas estadísticas apropiadas 

que permitan dar confiabilidad y validez al instrumento de medición a efecto 

de contrastar científicamente las hipótesis. 
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Contexto 

El lugar donde se desarrolló la investigación fue la ciudad de Huari, en el 

Juzgado de Investigación Preparatoria, durante el año 2013 – 2014. La ciudad 

de Huari es la capital de la provincia del mismo nombre que se encuentra 

ubicada en la zona de los Conchucos, región Áncash. 

Unidad de Análisis o informantes 

La unidad de análisis en la presente investigación estuvo conformada por: 

A nivel teórico 

Doctrina, Jurisprudencia, Normatividad y Resoluciones Judiciales. 

La estructura de la unidad de análisis estuvo conformada por: 

- Unidad temática: consiste en el tema del contenido que se analizó.  

- Categorización del tema: esta es una de las partes esenciales de la 

metodología, ya que establece y especifica las categorías dentro del 

análisis. 

- Unidades de registro: en esta etapa se delimitan y dan curso al 

análisis de categorías. Aquí se cuentan las apariciones de las 

referencias, las que estarán delimitadas según los objetivos. 

A nivel empírico 

A. Delimitación de la Población 

- Universo físico: La delimitación de la población estuvo conformada en la 

ciudad de Huari, y la muestra el Juzgado de Investigación Preparatoria 
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- Universo social: La población estuvo conformada por los abogados de la 

ciudad de Huari. Cantidad: 44 abogados 

- Universo temporal: El periodo de estudio comprendió a los años 2013 – 

2014, de donde se recolectaron datos para la investigación.  

B. Determinación de la muestra de estudio 

- Tipo: No probabilística 

- Técnica muestral: Intencional 

- Marco muestral: Expedientes judiciales 

- Tamaño muestral: Se tomó la totalidad de los abogados litigantes, 

incluyendo a los trabajados del Poder Judicial, del Ministerio Público y 

Ministerio de Defensa que existen en la ciudad de Huari que suman en 

total 44 abogados. 

- Unidad de análisis: Expedientes judiciales 

3.4 Plan de procesamiento y análisis estadístico de la información 

Los datos que se obtengan con los instrumentos fueron ordenados, 

clasificados, interpretados y representados a través de tablas y gráficos 

estadísticos de acuerdo al sistema estadístico descriptivo, es decir para 

determinar las frecuencias y porcentaje de cada uno de los datos obtenidos. 

  



67 

 

IV. RESULTADOS 

En este capítulo se presentan los hallazgos de datos, la descripción y el 

análisis de los mismos desde una perspectiva mixta cuantitativa y cualitativa sobre 

las limitaciones del agraviado para constituirse en actor civil en el Juzgado de 

Investigación Preparatoria de la Provincia de Huari durante el año 2013 – 2014. En 

primer lugar, se presentan los datos correspondientes a los abogados que trabajan 

con casos mayormente penales; en seguida, se presenta los datos referentes a los 

magistrados del Juzgado de Investigación Preparatoria; a continuación, se presentan 

los datos obtenidos de los magistrados mediante la entrevista. 

Es preciso señalar que los datos cuantitativos obtenidos y analizados en 

primera instancia son complementados con datos cualitativos obtenidos mediante 

las entrevistas a profundidad realizadas a algunos informantes seleccionados 

correspondientes a los magistrados.  En tal virtud, los datos de las encuestas, 

aparecerán contrastados con datos cualitativos. 

 

4.1 Resultados de la encuesta a los abogados 

En esta sección se presenta los resultados de la encuesta realizada a 44 

abogados sobre las limitaciones que tienen los agraviados por un delito para 

constituirse en actor civil en el Juzgado de Investigación Preparatoria de la 

Provincia de Huari. Dicha encuesta fue realizada en tiempos diferentes, según 

la disponibilidad de los informantes. La encuesta estuvo diseñada con un 

cuestionario de 10 preguntas que a continuación se desarrolla utilizando las 

letras minúsculas para cada una de ellas. 
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a. En los procesos penales tramitados en el Juzgado de Investigación 

Preparatoria de Huari, los agraviados de un delito se constituyen 

oportunamente en actor civil. 

Cuadro N° 01 

  F % 

Siempre 2 5 

A veces 26 59 

Raras veces 16 36 

Nunca 0 0 

 TOTAL 44 100 

Fuente: Ficha de encuesta. 

 

 

Gráfico N° 01 

Interpretación 

Del cuadro y gráfico Nº 1, se puede observar que el 5% de los encuestados que 

representan a 02 abogados encuestados consideran que siempre en los procesos 

penales tramitados en el Juzgado de Investigación Preparatoria de Huari, los 

agraviados de un delito se constituyen oportunamente en actor civil; mientras el 

59% de los encuestados consideran, A veces; el 36% indica, Raras veces; y el 0% 
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Nunca. De ello podemos inferir que la mayoría de los abogados opinan que se da 

entre a veces y raras veces que en los procesos penales tramitados en el Juzgado de 

Investigación Preparatoria de Huari, los agraviados de un delito se constituyen 

oportunamente en actor civil. 

La misma que contrastado con la revisión de los expedientes judiciales penales que 

obran en el Juzgado de Investigación Preparatoria de Huari, se ha encontrado pocos 

casos de constitución en actor civil durante los años 2013 y 2014, esto debido a los 

distintos factores que se va analizar seguidamente. 

 

b. Los agraviados en la provincia de Huari conocen la importancia de 

constituirse en actor civil en el proceso penal. 

 

Cuadro N° 02 

  F % 

Siempre 2 4.5 

A veces 18 41 

Raras veces 22 50 

Nunca 2 4.5 

 TOTAL 44 100 

 

Fuente: Ficha de encuesta 
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Gráfico N° 02 

Interpretación 

Del cuadro y gráfico anterior se puede observar que el 4.5% de los encuestados que 

representa a 02 abogados consideran que siempre los agraviados en la provincia de 

Huari conocen la importancia de constituirse en actor civil en el proceso penal; pero 

para el 41% de los abogados encuestados esto es A veces; también el 50% de los 

encuestados que representan a 22 abogados consideran Raras veces; y para el 4.5% 

de los abogados encuestados consideran que Nunca. De ello podemos inferir que la 

mayoría de los abogados opinan que se da entre a veces y raras veces que los 

agraviados en la provincia de Huari conocen la importancia de constituirse en actor 

civil en el proceso penal. 

Este resultado nos muestra que los agraviados no tienen un adecuado conocimiento 

sobre la importancia de constituirse en actor civil en un proceso penal, siendo este 

una limitación determinante para que estos sujetos procesales no ejerzan 

adecuadamente sus derechos en el proceso penal para lograr una reparación civil 

adecuada y acorde a los daños irrogados por el delito. 
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c.- Los agraviados participan de manera activa en el proceso penal en el 

Juzgado de Investigación Preparatoria de Huari. 

 

Cuadro N° 03 

  F % 

Siempre 4 9 

A veces 22 50 

Raras veces 18 41 

Nunca 0 0 

 TOTAL 44 100 

 

Fuente: Ficha de encuesta 

 

Gráfico N° 03 

Interpretación 

Del cuadro y gráfico anterior se puede observar que el 9% de los abogados 

encuestados indican que siempre los agraviados participan de manera activa en el 

proceso penal; el 50% indican, A veces; y el 41% Raras veces. De ello podemos 
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inferir que la mayoría de los abogados opinan que se da entre a veces y raras veces 

que los agraviados participan de manera activa en el proceso penal en el Juzgado 

de Investigación Preparatoria de Huari. 

La escasa intervención de los agraviados en el proceso penal, específicamente en la 

etapa de investigación preparatoria, se debe a que no tienen un mayor conocimiento 

e información sobre los beneficios de constituirse en actor civil, asimismo no tienen 

un apoyo letrado que les pueda asistir y orientarles cómo afrontar el proceso y la 

forma de su intervención a nivel de investigación preparatoria. Pues conforme 

hemos desarrollado, el agraviado como tal tiene una serie de derechos pero limitado 

a la vez, sin embargo si logra constituirse en actor civil, su intervención será más 

amplia en el desarrollo del proceso, específicamente en la investigación 

preparatoria donde se realiza el acopio de todos los elementos de convicción que se 

van a actuar en el juicio oral, con los cuales cada una de las partes probará su teoría 

del caso; y para el caso del actor civil, poder sustentar la envergadura de los daños 

y perjuicios sufridos como consecuencia de la comisión del delito. 

d. En los procesos, los agraviados persiguen la reparación civil. 

Cuadro N° 04 

  F % 

Siempre 12 27.3 

Casi siempre 20 45.4 

Raras veces 12 27.3 

Nunca 0 0.00 

 TOTAL 44 100 

 

Fuente: Ficha de encuesta 
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Gráfico N° 04 

Interpretación 

Del cuadro y gráfico anterior se puede observar que, en los procesos, los agraviados 

persiguen la reparación civil, 27.3% de los abogados encuestados consideran que 

Siempre; el 45.4% consideran Casi siempre; y el 27.3% consideran Raras veces. De 

ello podemos inferir que la mayoría de los abogados opinan que entre siempre y 

casi siempre se puede observar que, en los procesos, los agraviados persiguen la 

reparación civil. 

Es evidente que los agraviados en todos los procesos penales siempre persiguen la 

reparación civil, principalmente en los delitos que afecten el patrimonio, sin 

embargo en los delitos de violación sexual y homicidio generalmente buscan la 

imposición de penas severas para los procesados, sin importar la cantidad de la 

reparación civil que se pueda fijar en la sentencia; es común advertir, que en este 

tipo de delitos por lo general la imposición de la pena es mayor a diez o quince años 

de pena privativa de libertad, sin embargo en la sentencia se fija sumas menores, 
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sin embargo, los agraviados o incluso el actor civil raras veces impugna el extremo 

de la reparación civil fijada en sentencia. 

 

e. En todos los procesos, los agraviados persiguen la condena del imputado. 

Cuadro N° 05 

  F % 

Siempre 18 41 

Casi siempre 18 41 

Raras veces 6 14 

Nunca 2 4 

 TOTAL 44 100 
 

Fuente: Ficha de encuesta 

 

Gráfico N° 05 

Interpretación 

Del cuadro y gráfico anterior se puede observar que 82% de los encuestados que 

representan a 36 abogados consideran entre siempre y casi siempre que, en todos 

los procesos, los agraviados persiguen la condena del imputado; y el 18% de los 

encuestados que representa a 08 abogados consideran entre raras veces y nunca. De 
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ello podemos inferir que la mayoría de los abogados opinan queen todos los 

procesos, los agraviados persiguen la condena del imputado. 

En efecto, los agraviados en todos los procesos penales como prioridad persiguen 

la condena del imputado, solamente en la medida que se le imponga una pena 

privativa de libertad efectiva se ven satisfechos con el proceso, independientemente 

del monto que se puede imponer al expedirse sentencia. 

 

f. En todos los procesos, los agraviados persiguen mayormente. 

Cuadro N° 06 

  F % 

La reparación civil  10 23 

La condena del imputado 20 45 

Ambas cosas 14 32 

No les interesa ningunos  0 0 

 TOTAL 44 100 
 

Fuente: Ficha de encuesta 

 

Gráfico N° 06 
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Interpretación 

Del cuadro y gráfico anterior se puede observar que el 23% de los abogados 

encuestados indican que, en todos los procesos, los agraviados persiguen 

mayormente, la reparación civil; el 45% consideran, la condena del imputado; el 

32% consideran, ambas cosas; y el 0% no les interesa ningunos. De ello podemos 

inferir que la mayoría de los abogados opinan quelos agraviados persiguen 

mayormente la reparación civil y la condena del imputado. 

Estos resultados corroboran lo que se ha sostenido en los ítems precedentes, en el 

sentido que los agraviados en un proceso penal dan mayor prioridad a la condena 

del procesado, claro, ello sin dejar de lado también la respectiva reparación civil, y 

por lo general por más irrisorio que sea la reparación civil fijada en sentencia, si la 

pena privativa de libertad es efectiva, se conforman con ello y ya no impugnan la 

sentencia. 

 

g. En los procesos con agraviados constituidos en actor civil, el monto de 

reparación civil fijado en la sentencia, con relación a los agraviados no 

constituidos en actor civil es: 

 

Cuadro N° 07 

  F % 

Mayor 6 14 

Igual 20 45 

Menor 6 14 

Indiferente 12 27 

 TOTAL 44 100 

Fuente: Ficha de encuesta. 
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Gráfico N° 07 

Interpretación 

Del cuadro y gráfico anterior se puede observar que el 14% de los encuestados 

indican que en los procesos con agraviados constituidos en actor civil, el monto de 

reparación civil fijado en la sentencia, con relación a los agraviados no constituidos 

en actor civil es: el 14% indican que es Mayor; el 45% indican, Igual; el 14% 

indican, Menor; y el 27% indican, Indiferente. De ello podemos inferir que la 

mayoría de los abogados opinan que es entre Igual y mayor. 

Si bien, la mayoría de los encuestados respondieron que es igual; sin embargo en 

este extremo se debe precisar que esto se encuentra supeditado al tipo de pena que 

el juez impone al procesado si es con pena privativa de libertad efectiva, el 

agraviado se sentirá conforme, sin embargo si ocurre lo contrario, siempre y cuando 

se haya constituido en actor civil, podrá impugnar la sentencia caso contrario tendrá 

que conformarse con lo que el juez haya fijado en su sentencia. 
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h. La constitución de actor civil de los agraviados que viven cerca de la ciudad 

de Huari con relación a los que viven en los distritos alejados es: 

 

Cuadro N° 08 

  F % 

Mayor 14 32 

Igual 18 41 

Menor 4 9 

Indiferente 8 18 

 TOTAL 44 100 

Fuente: Ficha de encuesta 

 

 

Gráfico N° 08 

Interpretación 

Del cuadro y gráfico anterior se puede observar que el 32% de los abogados 

encuestados consideran que la constitución de actor civil de los agraviados que 

viven cerca de la ciudad de Huari con relación a los que viven en los distritos 

alejados es Mayor; el 41% consideran, Igual; el 9% consideran, Menor; y el 18% 

consideran, Indiferente. De ello podemos inferir que la mayoría de los abogados 
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opinan que la constitución de actor civil de los agraviados que viven cerca de la 

ciudad de Huari con relación a los que viven en los distritos alejados es igual. Sin 

embargo se debe precisar que revisado los expedientes en físico, las personas que 

viven cerca son los que más se constituyen en actor civil y hacen mayor 

seguimientos de sus procesos que a diferencia de los agraviados que viven en 

distritos alejados asisten con menor frecuencia a realizar el seguimiento de sus 

casos, así como tambien en pocos casos se constituyen en actor civil. 

i. En los casos emblemáticos o de mayor impacto, los agraviados se constituyen 

en actor civil. 

Cuadro N° 09 

  F % 

Siempre 6 14 

Casi siempre 32 72 

Raras veces 6 14 

Nunca 0 0 

 TOTAL 44 100 

Fuente: Ficha de encuesta 

 

Gráfico N° 09 
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Interpretación 

Del cuadro y gráfico anterior se puede observar que el 86% de los abogados 

encuestados consideran entre siempre y casi siempre que en los casos emblemáticos 

o de mayor impacto, los agraviados se constituyen en actor civil; pero el 14% de 

los abogados encuestados consideran, raras veces. De ello podemos inferir que la 

mayoría de los abogados opinan que casi siempre en los casos emblemáticos o de 

mayor impacto, los agraviados se constituyen en actor civil. Asimismo, en este 

rubro cabe acotar, que por la misma naturaleza que los procesos son emblemáticos 

o de mayor impacto social, las dependencias y demás instituciones hacen mayor 

protagonismo social, y con frecuencia coadyuvan a dar una orientación adecuada al 

agraviado para que pueda constituirse en actor civil, y es que, son procesos en los 

que la misma sociedad está a la expectativa sobre el actuar de las entidades 

encargadas de la administración de justicia. 

j. Indique dos o más factores que le impiden a los agraviados de un delito de 

constituirse oportunamente en actor civil, en el Juzgado de Investigación 

Preparatoria. 

Este ítem fue abierto para que los abogados contestaran en forma libre sus 

percepciones y concepciones acerca de los factores que impiden a los agraviados 

de un delito de constituirse oportunamente en actor civil. Al respecto, las respuestas 

más saltantes fueron:  

a) Por desconocimiento de este instituto jurídico. Durante los años 2013 a 

2014, por lo novedoso de la implementación del Nuevo Código Procesal 

Penal existía mayor desconocimiento sobre esta figura procesal por lo que 



81 

 

no era usual en los letrados defensores de las víctimas de formular 

oportunamente su constitución en actor civil. 

b) Desidia. Ocurre generalmente en los delitos de mínima trascendencia social, 

como son los delitos de Daños, lesiones leves, apropiación ilícita, omisión 

de asistencia familiar entre otros, donde los agraviados no toman con mayor 

interés sus procesos penales. 

c) El Ministerio Público, como titular de la acción penal no les notifica a 

tiempo la disposición de formalización y continuación de la investigación 

preparatoria. Esto influye a que los agraviados no tomen conocimiento de 

los plazos para constituirse en actor civil. 

d) Los plazos. Desconocimiento de los plazos para formular su constitución en 

actor civil, lo que debería de realizarse antes de la conclusión de 

Investigación Preparatoria. 

k. Indique dos o más condiciones o facilidades que tienen los agraviados para 

constituirse en actor civil en el Juzgado de Investigación de Huari. 

Con relación a esta pregunta abierta, los encuestados respondieron:  

a) Intervenir en el juicio oral 

b) interponer recursos de nulidad 

c) ninguna 

d) el trámite es gratuito y rápido 

e) pronunciarse sobre la reparación civil 

f) conocimiento jurídico.  
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El resto de los encuestados no respondieron a esta pregunta, es decir dejaron en 

blanco la encuesta. En este ítem, habiendo realizado la constatación objetiva 

advertimos que en el Juzgado de Investigación Preparatoria de Huari más allá de la 

atención normal sobre la recepción de documentos y el trato igualitario a todos los 

sujetos procesales, no existen condiciones ni facilidades adicionales para los 

agraviados que los incentive o motive a constituirse en actor civil, en ese sentido 

no podemos afirmar sobre la existencia de facilidades para constituirse en actor 

civil, asimismo también cabe acotar que el personal jurisdiccional se encuentra 

prohibido de dar orientaciones o ciertas asesorías a las partes procesales. 

l. Considera que sería importante que los agraviados tengan un abogado 

defensor público al igual que los imputados para que vele por sus intereses en 

el proceso penal. 

Finalmente, con respecto a esta pregunta abierta los encuestados en 50% de la 

totalidad contestaron en forma afirmativa. Y, dieron las siguientes razones:  

A veces las personas agraviadas no cuentan con economía suficiente para contratar 

un defensor privado. La mayoría de los agraviados son personas de zonas rurales 

que no cuentan con recurso suficiente para solventar los gastos de un abogado 

defensor. Confían en el Ministerio Público. Por igualdad de armas, así como el 

imputado debe tener un defensor público remunerado por el Estado. 

Los pocos abogados que contestaron en decir que no es importante debido a que el 

derecho a la defensa es de libre elección con respecto al abogado. Asimismo, 

sostienen que atentaría contra el derecho de las partes (imputado). Además, refieren 

que contra ellos no existe imputación alguna. 
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El grupo de abogados que respondieron de esta manera son abogados que tienen 

sus estudios jurídicos particulares, y sostienen que el Estado al otorgarles un 

defensor público a los acusados les quita la clientela, y sería peor aún si a los 

agraviados también les asista un defensor público. 

Asimismo, otro grupo de abogados sostiene que tanto el Centro de Emergencia 

Mujer, así como la DEMUNA son instituciones que protegen a las víctimas en un 

proceso judicial; asimismo el Ministerio Público tiene su unidad de asistencia a 

víctimas y testigos; sin embargo, en este punto cabe señalar que dichas instituciones 

tienen funciones limitadas para determinados delitos. 
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V. DISCUSIÓN 

Analizando los resultados de la encuesta a los abogados, en el Cuadro N° 01 

ante la pregunta si en todos los procesos tramitados ante el Juzgado de Investigación 

Preparatoria de la Provincia de Huari, el 50% de los encuestados respondieron: a 

veces, mientras que el 36% respondió raras veces. Esta realidad concuerda con lo 

sostenido por Machuca Fuentes42quien refiere que el rol del agraviado en el 

ordenamiento procesal penal vigente es limitado, ya que no se permite su 

participación en la fase de investigación, porque la sociedad a través del Ministerio 

Público, se ha hecho con toda la carga de la prueba, quizá sin considerar que el 

agraviado, como el verdadero afectado, debe tener un papel más protagónico y 

sobre todo conocer la verdad de lo sucedido. 

En ese sentido, en la activación del ejercicio de la acción penal y su 

permanencia es innegable el papel que tiene la víctima. Es un hecho incontestable 

que la notitia criminis es, por regla general, puesta en conocimiento del sistema de 

administración de justicia por la propia víctima. Por ello no deja de extrañar que la 

voluntad de la víctima posea un papel tan restringido cuando en el ámbito del 

derecho penal material existen instituciones como el consentimiento que dan una 

cabida mayor a la víctima. Es por ello que a la actualidad inclusive se conceptualiza 

que la participación del agraviado o actor civil dentro del proceso penal es 

facultativa, es decir que su participación es irrelevante; ello porque el Estado no 

garantiza ni asegura su intervención en el proceso penal. 

                                                 
42 MACHUCA, C. (2007). El agraviado en el nuevo proceso penal peruano. Lima: Gaceta Jurídica. 
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Respecto al Cuadro N° 02, el 50% de los encuestados respondieron que los 

agraviados de un delito en la Provincia de Huari, raras veces conocen de la 

importancia de constituirse en Actor Civil, mientras que el 41% respondió, a veces, 

significando ello que los agraviados desconocen de la importancia de constituirse 

en actor civil. Estos resultados también están relacionados con el Cuadro N° 03 

donde el 50% respondió que a veces los agraviados en la Provincia de Huari 

participan de manera activa en los procesos penales, mientras que el 41% respondió 

que raras veces. La misma que concuerda con lo expuesto por el jurista Reyna 

Alfaro43, quien sostiene que: constituye una gran paradoja que pese a que la víctima 

constituye el principal colaborador de la justicia penal, tenga un papel solo marginal 

dentro del proceso penal, limitándose a ser un mero testigo, recibiendo incluso el 

calificativo de cuasi testigo o de medio de prueba con deberes pero sin derechos.  

Estos resultados, obedecen a que en los procesos penales a nivel de 

investigación preparatoria no se les da mayor importancia a la parte agraviada, ello 

por la propia disposición del Código Procesal Penal, que solamente dedica cuatro 

artículos dedicados al agraviado. 

En el proceso penal, por cuestiones de economía procesal, se acumulan las 

pretensiones punitivas y resarcitorias, de allí que toda sentencia condenatoria 

contenga, por regla general, dos juicios de responsabilidad: uno de responsabilidad 

penal y otro de responsabilidad civil; de ese modo se entiende que el proceso penal 

tenga también dos objetos: un objeto penal, relacionado a la pena y un objeto civil, 

relacionado a la reparación civil; en ese marco el Cuadro N° 04 refleja que el 45.4% 

                                                 
43 REYNA, L. (2015). Manual de Derecho Procesal Penal. Lima: Instituto Pacífico Editores. Pág. 

359. 
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de los encuestados respondieron que los agraviado casi siempre persiguen la 

reparación civil en los procesos penales, mientras que el 27.3% considera raras 

veces; ello sin dejar de lado también la condena del imputado conforme se expresa 

en el Cuadro N° 05 donde el 41% considera siempre en todos los procesos penales 

los agraviados persiguen la condena del imputado, mientras que el otro 41% 

considera que raras veces. 

Sin embargo, analizando el cuadro N° 06 advertimos que el 45% de los 

entrevistados considera que los agraviados en todos los procesos penales persiguen 

mayormente la condena del imputado, mientras que el 23% considera la reparación 

civil, el 32% considera ambas cosas; en ese sentido considero que por encima de 

todo, los agraviados siempre persiguen la condena del imputado, ello pues refleja 

en buena cuenta la escasa constitución en actor civil, toda vez que, es el Ministerio 

Público quien se ocupa de la persecución penal, por ello los agraviados se 

conforman con las actuaciones que realiza el Ministerio Público y la reparación 

civil que éste pueda solicitar; claro está que todo ello queda en letra muerta porque 

tampoco se cumple con el pago de la reparación civil. 

El actor civil efectivamente, conforme se viene analizando en forma objetiva, 

encausa su interés para conseguir la reparación civil. El Código Procesal Penal ha 

formulado en ese sentido sus premisas normativas en el capítulo correspondiente al 

actor civil, en forma limitada pues no le otorga derechos amplios de participación 

en el proceso; sin embargo el agraviado que no se constituye como actor civil puede 

tomar esta decisión por dos razones, la primera porque conforme la norma prevé, 

se reserva el derecho de accionar en la vía civil y la segunda porque sencillamente 

quiere saber en qué termina el proceso indistintamente si obtiene una reparación. 
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En ese caso el cupón judicial endosado a su favor es un plus ulterior, pero no es el 

fin, el agraviado que sigue el proceso sin constituirse en actor civil tiene un interés 

moral, periodístico, analítico, casi de taxidermista. Existe un tipo de agraviado que 

llega al éxtasis procesal solo con la sentencia condenatoria. Asimismo, a este 

agraviado no se le puede prohibir participar activamente para satisfacer sus 

expectativas, siempre que estas no estén basadas en la venganza y el rencor –si las 

tuviese, como de hecho se ha dejado establecido en la Casación N° 353-2011–

Arequipa, de la misma manera no se le puede impedir aspirar a una sentencia 

condenatoria. No se trata solo de la reparación en esos casos. Es por ello que la Sala 

Penal Suprema da un mensaje ambivalente, por un lado le dice al agraviado: No 

puede usted usar el proceso penal para implementar su venganza privada, pero por 

otro lado le concede la posibilidad de impugnar la absolución (en el término se 

incluye el sobreseimiento, pues este es en el fondo una sentencia absolutoria 

adelantada según el maestro San Martín Castro)44. El agraviado tiene una 

expectativa más allá de lo patrimonial: Quiere saber que el proceso tenga éxito y 

que el sujeto que lo victimizó está siendo castigado por el Estado, en otras palabras, 

exige que la protección que constitucionalmente el Estado le ofrece como 

ciudadano, se materialice en un acto concreto: En una condena.  

Asimismo de la revisión de los expedientes judiciales, concordado con las 

respuestas de nuestra encuesta que se muestran en el Cuadro N° 07, donde el 45% 

señala que el monto de la reparación civil fijada en la sentencia de los agraviados 

constituidos en actor civil a diferencia de los no constituidos, es igual, mientras que 

el 14% considera mayor, el 27% considera indiferente; en ese sentido dichas cifras 

                                                 
44 SAN MARTÍN, C. (2003). Derecho Procesal Penal. Lima: Editorial Grijley, Pág. 279. 
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son poco alentadores para los agraviados que quieran constituirse en actor civil; 

pues aparte de verse perjudicados por el delito, tienen que costear los honorarios de 

un defensor que pueda defender sus intereses en el proceso penal, ello teniendo en 

consideración los conceptos del jurista Rosas Yataco45, quien refiere que la víctima 

es la persona (individual o jurídica) que ha sufrido el daño o ha sido lesionada. Esta 

lesión afecta lógicamente al bien jurídico protegido en la víctima. La víctima es la 

que ha soportado el actuar del agente en la comisión de un determinado delito. 

Es un hecho real y palpable que la Provincia de Huari geográficamente está 

conformada por 16 distritos, de los cuales 08 se encuentran muy alejadas a la capital 

de la provincia donde funciona el Juzgado de Investigación Preparatoria, con una 

distancia promedio de 140 a 200 kilómetros de viaje en carretera (trocha) con 

accesos muy accidentadas, circunstancia que también dificulta a los agraviados de 

recurrir al Juzgado de Investigación Preparatoria de Huari para constituirse en actor 

civil, con el agregado que no cuentan con asesoría legal para poder afrontar el 

proceso, y en muchas ocasiones resulta muy dificultoso diligenciar las 

notificaciones para que ellos puedan concurrir a las audiencias donde es necesaria 

su presencia, la misma que se ve reflejada en el Cuadro N° 08, donde nuestros 

encuestados ante la pregunta, de la constitución en actor civil de los agraviados que 

viven cerca en relación a los que viven en distritos alejados, el 32% respondió que 

es mayor, mientras que el 41% dijo que es igual; a lo que remitiéndonos a los 

expedientes judiciales revisados, podemos corroborar que es muy escasa la 

                                                 
45 ROSAS, J. (2009). Derecho Procesal Penal con aplicación al Nuevo Código Procesal Penal. 

Lima: Jurista Editores. Pág. 321 
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constitución en actor civil de los agraviados domiciliados en distritos alejados a la 

ciudad de Huari. 

En el Cuadro N° 09, ante la pregunta sobre la constitución de los agraviados 

en actor civil en los casos emblemáticos o de mayor impacto, el 72% respondió que 

casi siempre, se constituyen en actor civil, mientras que el 14% considera siempre; 

concordado con la verificación de los expedientes judiciales, se advierte que en los 

delitos de feminicidio, asesinato, violación sexual de menor de edad, que tienen un 

fuerte impacto social y otros delitos en los que son involucrados miembros de las 

Comunidades Campesinas, los agraviados se han constituido oportunamente en 

actor civil, porque han contado con el apoyo de ciertos programas del Estado como 

el Centro de Emergencia Mujer, DEMUNA, y hasta de las propias municipalidades 

quienes les han dotado de asistencia legal para constituirse en actor civil, sin que 

ello signifique también que ellos hayan hecho seguimiento de dichos procesos hasta 

su conclusión. 

Respecto a los factores que le impiden a los agraviados de constituirse en 

actor civil en el Juzgado de Investigación Preparatoria de Huari, la mayoría de 

nuestros entrevistados respondieron que es por falta de conocimiento de esta figura 

procesal, en efecto los agraviados en la Provincia de Huari y principalmente de los 

lugares más alejados, desconocen de este instituto procesal, pues no tienen una 

asistencia legal gratuita como los tienen los imputados, y que la carencia de recursos 

económicos como un factor importante también les dificulta contratar los servicios 

de una abogado defensor. 

Asimismo, se ha indicado que las actuaciones del Ministerio Público también 

impiden la constitución en actor civil, en el entendido que conforme señala el 
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artículo 101 del Código Procesal Penal de 2004, precisa que la constitución en actor 

civil deberá de efectuarse antes de la culminación de la “Investigación 

Preparatoria.” Sin embargo, la limitación a los efectos de constituirse como tal, está 

sujeta a la oportunidad para hacerlo, en muchos casos, ha desencadenado un 

problema al que el agraviado debe de hacer frente, pues ve truncada su reclamación 

resarcitoria en el mismo proceso penal, al ser notificada con la disposición de 

conclusión de la “investigación preparatoria” expedida por el fiscal, quien 

haciendo uso de la posibilidad normativa del artículo 343.1 del cuerpo legal adjetivo 

citado, decide concluir la investigación preparatoria cuando considera que esta 

cumplió su objeto, aun cuando no hubiere vencido el plazo, sin anunciarle al 

agraviado la decisión de hacerlo. La interposición de una solicitud de constitución 

en actor civil fuera del plazo referido, traerá como es natural la declaración de su 

inadmisibilidad por parte del juez de la Investigación Preparatoria. La postura 

adoptada por el fiscal respecto a la conclusión de la Investigación Preparatoria antes 

de los 120 días comunes, traerá como hemos sostenido la imposibilidad de que el 

agraviado pueda constituirse en actor civil, resultando como lógica consecuencia 

de ello, por ejemplo, el impedimento de recurrir respecto al objeto civil de la 

resolución, en el supuesto de la emisión de una sentencia condenatoria, ello en 

interpretación del artículo 407.2 del Código Procesal Penal de 2004. Esto significa, 

en estricto, que el agraviado no podrá apelar la decisión en cuanto al extremo que 

establece la reparación civil aduciendo lo minúsculo de este, pues la presentación 

de la solicitud para constituirse en actor civil habrá sido presentada a destiempo. 

En relación a las facilidades que pudiera tener el agraviado para constituirse 

en actor civil, en el Juzgado que es nuestro campo de estudio, carece de mayor 
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comentario pues no se cuenta con ninguna facilidad que resulte ser relevante para 

los fines de nuestro estudio. 

Por último, el 50% de nuestros entrevistados respondieron afirmativamente 

que es necesario que los agraviados de un delito cuenten con asesoría legal gratuita 

remunerada por el Estado, al igual que tienen los imputados; al respecto si bien 

desde un enfoque tradicional, en el ámbito del proceso penal, el derecho de defensa 

generalmente es entendido como solamente uno que le asiste al imputado al interior 

del proceso; consideramos que ello no es correcto, pues este derecho es uno de 

carácter fundamental que le pertenece a toda persona sin excepción, y no solo a 

aquella que se le atribuya la comisión de un hecho punible, que acude 

(voluntariamente u obligatoriamente) ante el Estado, para la tutela de sus intereses 

y pretensiones. 

Como sostiene Julio Maier46“el derecho de defensa no solo se limita a la 

protección del imputado, sino también a otras personas que pueden intervenir en el 

proceso, como el actor civil o el tercero”. Como se sabe este derecho de defensa 

comprende dos aspectos; por un lado, una defensa material, que en el caso 

específico de la víctima se dará cuando sea ella misma la que ejerza su defensa, ya 

sea declarando la forma en que ocurrieron los hechos, o sustente la pretensión de la 

reparación civil; y por otro lado, una defensa técnica, lo que implica que debe ser 

asesorado por un abogado, el mismo que debería proveerle el Estado, a unos 

profesionales del Derecho que deberían asesorarlos en todo lo que las víctimas 

necesiten. Y es que, si sostenemos que los derechos de la víctima deben ser 

                                                 
46 MAIER, J. (2001). Derecho Procesal Penal Argentino. T. I, Vol. B, Ed.2º. Buenos Aires: AFA 

editores. Pág. 307. 
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equivalentes a los del inculpado, quien desde la averiguación previa tiene derecho 

a asistencia jurídica, entonces la víctima también debe contar con un verdadero 

asistente legal, que le ilustre, le aconseje y le patrocine gratuitamente, pues de lo 

que se trata es de una defensa procesal eficaz. 
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VI. CONCLUSIONES 

1. Las carencias económicas y culturales del agraviado como el 

desconocimiento de las normas y las entidades dónde acudir en la Provincia 

de Huari, son la principal barrera que les impide constituirse en actor civil, 

en un proceso penal. 

2. El agraviado de un delito no cuenta con apoyo suficiente para afrontar un 

proceso, tampoco ofrecen mayor interés en ellos, en vista que en la 

Provincia de Huari, los condenados por los delitos en su mayoría no 

cumplen con pagar la reparación civil fijada en la sentencia, por ello los 

agraviados no tienen interés de constituirse en actor civil y solamente se 

conforman con la condena a los imputados a una pena privativa de libertad.  

3. Los agraviados por delitos comunes no cuentan con asistencia legal gratuita 

remunerada por el Estado, que pueda velar por sus intereses dentro de un 

proceso penal, la misma que les permita litigar en igualdad de condiciones 

con el imputado y el Ministerio Público. 

4. El Nuevo Código Procesal Penal no ofrece mayor protección ni garantías 

para el agraviado, más por el contrario limita su participación en el proceso 

como tal, pues para litigar con mayores derechos necesita constituirse en 

actor civil teniendo tiempo limitado también para hacerlo y supeditado a la 

decisión del Fiscal sobre momento que decida dar por concluido su 

investigación; teniendo en cuenta que la constitución en actor civil 

solamente se realiza hasta antes de la conclusión de la investigación 

preparatoria. 
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5. Los agraviados por delitos comunes en su mayoría son personas de escasos 

recursos económicos y de extrema pobreza, por lo que existen muchas 

dificultades para su participación en el proceso siendo lo primordial su 

notificación para las distintas audiencias. 
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VII. RECOMENDACIONES 

1. Las Municipalidades Provinciales y Distritales de la Provincia de Huari, 

deben implementar una oficina con un profesional abogado que tenga por 

función apoyar a los agraviados de un delito de escasos recursos económicos 

de su jurisdicción. 

2. El Poder Judicial debe implementar políticas públicas orientadas a 

efectivizar el pago de la reparación civil fijada en la sentencia a favor de los 

agraviados, pues a falta de asesoría tampoco exigen su pago, quedando todo 

ello en letra muerta y los condenados logran su rehabilitación sin 

inconvenientes. 

3. Se debe modificar el artículo 101° del Código Procesal Penal referido a la 

oportunidad de constituirse en actor civil, que lo faculta solo hasta antes de 

la conclusión de investigación preparatoria, debiendo extenderse esta 

oportunidad hasta la fase intermedia. 

4. El Ministerio Público en coordinación con las Municipalidades Distrital y 

Provincial, así como con la Unidad de Gestión Educativa, deben fomentar 

charlas educativas en sus comunidades, con fines de que los agraviados de 

un delito sepan acudir a las instancias pertinentes para la defensa de sus 

derechos. 

5. El Estado por intermedio del Ministerio de Justicia debe crear la defensa 

pública para los agraviados, sugiriendo que podría ser para los delitos de 

Violación Sexual, secuestro, extorsión, sicariato; previo estudio 

socioeconómico de las víctimas.  
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UNIVERSIDAD NACIONAL “SANTIAGO ANTÚNEZ DE 

MAYOLO” 

ESCUELA DE POSTGRADO, MAESTRÍA EN DERECHO 

 

ENCUESTA A ABOGADOS 

Estimado colega abogado, la presente encuesta es de carácter anónima que busca 

obtener información válida y confiable acerca de las Limitaciones que tienen los 

agraviados por un delito para constituirse en actor civil en el Juzgado de 

Investigación Preparatoria de la Provincia de Huari. En tal sentido, invoco tu 

participación de manera seria y objetiva marcando con un aspa (X) en una de las 

alternativas que considere la más adecuada, así también responder las preguntas 

finales. 

 

CUESTIONARIO 

En su opinión: 

1. En los procesos penales tramitados en el Juzgado de Investigación Preparatoria 

de Huari, los agraviados de un delito se constituyen oportunamente en actor civil: 

a) Siempre 

b) A veces 

c) Raras veces 

d)  Nunca 

2. Los agraviados en la provincia de Huari conocen la importancia de constituirse 

en actor civil en el proceso penal. 

a) Siempre 

b) A veces 

c) Raras veces 

d)  Nunca 

3. Los agraviados participan de manera activa en el proceso penal en el Juzgado 

de Investigación Preparatoria de Huari?.  

a) Siempre 

b) A veces 

c) Raras veces 

d)  Nunca 

4. En los procesos, los agraviados persiguen la reparación civil:  

a) Siempre  

b) Casi siempre  

c)  raras veces 

d) Nunca 
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5. En todos los procesos, los agraviados persiguen la condena del imputado.  

a) Siempre  

b) Casi siempre  

c)  raras veces 

d) Nunca 

6. En todos los procesos, los agraviados persiguen mayormente.  

a) La reparación civil 

b) La condena del imputado  

c)  Ambas cosas 

d)  No les interesa ninguno 

7. En los procesos con agraviados constituidos en actor civil, el monto de la 

reparación civil fijado en la sentencia, con relación a los agraviados no 

constituidos en actor civil es: 

a) mayor 

b) igual 

c) menor 

d)  Indiferente 

8. La constitución de actor civil de los agraviados que viven cerca de la ciudad de 

Huari con relación a los que viven en los distritos alejados es: 

a) Mayor 

b) Igual 

c) Menor 

d) Indiferente 

9. En los casos emblemáticos o de mayor impacto, los agraviados se constituyen 

en actor civil. 

a) Siempre 

b) Casi siempre 

c) Raras veces 

d) Nunca. 

10. Indique dos o más factores que le impiden a los agraviados de un delito de 

constituirse oportunamente en actor civil, en el Juzgado de Investigación 

Preparatoria. 

a)……………………………………………………………………………… 

b)……………………………………………………………………………… 

c)……………………………………………………………………………… 
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11. Indique dos o más condiciones o facilidades que tienen los agraviados para 

constituirse en actor civil en el Juzgado de Investigación de Huari. 

A…………………………………………………………………………… 

B…………………………………………………………………………… 

C……………………………………………………………………………  

D…………………………………………………………………………… 

 

12. Considera que sería importante que los agraviados tengan un abogado defensor 

público al igual que los imputados para que vele por sus intereses en el proceso 

penal. 

 

a) Sí, porque 

……………………………………………………………………… 

……………………………………………………………………… 

……………………………………………………………………… 

 

b) No, porque 

……………………………………………………………………… 

……………………………………………………………………… 

……………………………………………………………………… 

……………………………………………………………………… 
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UNIVERSIDAD NACIONAL “SANTIAGO ANTÚNEZ DE MAYOLO” 

ESCUELA DE POSTGRADO, MAESTRÍA EN DERECHO 

 

ENCUESTA A MAGISTRADOS 

Estimado señor magistrado, la presente encuesta es de carácter anónima que busca 

obtener información válida y confiable acerca de las Limitaciones que tienen los 

agraviados por un delito para constituirse en actor civil en el Juzgado de 

Investigación Preparatoria de la Provincia de Huari. En tal sentido, invoco tu 

participación de manera seria y objetiva marcando con un aspa (X) en una de las 

alternativas que considere la más adecuada, así también responder las preguntas 

finales. 

CUESTIONARIO 

 

En su opinión: 

1. En los procesos penales tramitados en el Juzgado de Investigación Preparatoria 

de Huari, los agraviados de un delito se constituyen oportunamente en actor 

civil: 

a) Siempre 

b) A veces 

c) Raras veces 

d) Nunca 

2. Los agraviados en la provincia de Huari conocen la importancia de constituirse 

en actor civil en el proceso penal. 

a) Siempre 

b) A veces 

c) Raras veces 

d) Nunca 

3. Los agraviados participan de manera activa en el proceso penal en el Juzgado 

de Inv. Preparatoria de Huari?. 

a) Siempre 

b) A veces 

c) Raras veces 

d) Nunca 

4. En los procesos, los agraviados persiguen la reparación civil: 

a) Siempre 

b) Casi siempre 

c) raras veces 

d) Nunca 

5. En los procesos penales, los agraviados persiguen mayormente. 
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a) La reparación civil 

b) La condena del imputado 

c) Ambas cosas 

d) No les interesa ninguno 

6. En los procesos con agraviados constituidos en actor civil, el monto de la 

reparación civil fijado en la sentencia, con relación a los agraviados no 

constituidos en actor civil es: 

a) mayor 

b) igual 

c) menor 

d) Indiferente 

7. La constitución de actor civil de los agraviados que viven cerca de la ciudad de 

Huari con relación a los que viven en los distritos alejados es: 

a) Mayor 

b) Igual 

c) Menor 

d) Indiferente 

8. En los casos emblemáticos o de mayor impacto, los agraviados se constituyen 

en actor civil. 

a) Siempre 

b) Casi siempre 

c) Raras veces 

d) Nunca. 

9. Las actuaciones del Ministerio Público, influye en la constitución en actor civil, 

principalmente las Disposiciones Fiscales de Formalización de investigación 

preparatoria y de Conclusión de Investigación. 

a) Siempre 

b) Casi siempre 

c) Raras veces 

d) Nunca. 

10. Considera que sería importante que los agraviados tengan un abogado defensor 

público al igual que los imputados para que vele por sus intereses en el proceso 

penal. 

a) importante 

b) muy importante 

c) opcional 

d) ninguno 

 

11. Indique dos o más factores que le impiden a los agraviados de un delito de 

constituirse oportunamente en actor civil, en el Juzgado de Investigación 

Preparatoria. 

a)……………………………………………………………………………… 

b)……………………………………………………………………………… 

c)……………………………………………………………………………… 

d)……………………………………………………………………………… 


